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CAPITULO 

CONCEPTOS PUNDAMENTALES 

1.- La importancia de las nomas jurídica. procesales en 
el Derecho Agrario. 

Entre los principales proceaalistas, al exponer. 

se la importancia de las norman instrumentales, es frecuente via 

cularlas al ideal de democracia. Al efecto, Piero Calassndrei 

ha seftalado que el Derecho Procesal constituye uno de los nás 

eficientes instrumentos para realliar el propio postulado polít1 

co en la vida social. (1) 

En su interesante trabajo "Derecho agrario y pro 

ceso civil", Calamandrei reconoce "el avance hecho en Italia ha-

cia el estudio sistemático del Derecho agrario coso disciplina -

por si misma" y llegó, inclusive, a plantear la posibilidad de - 

la existencia científica de un Derecho procesal de la agricultu-

ra, "como se habla actualmente del Derecho procesal del trabaloni 

no obstante que en el estudio de referencia su autor llegó a con 

alusiones desfavorables a este planteasiento inicial de la cues-

tión, tomando en cuenta la tradición juridica Italiana y la es- - 

tructura socioeconómica de su país, no deja de llamar nuestra --

atención el interés de tan autorizado jurista acerca de las ins-

tituciones procesales relacionadas con la producción agropecua--

ria. (2) 
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En un trabajo intitulado "Zotructureción del 

proceso agrario", Mater Fix Zamudio Benne minuelosamute la , 

importancia de las disposiciones procesales en relucid:: con elv 

problema agrario, en coneral, y especialmente en 2U impertanti? 

eine funcidn pare hacer une roelidad de los derechos osarios v 

establecidos constitucional y reclenentnente en '6./.1co (3), 

Partiendo de postulados clásicos enunciados por Chlovende, Ce-. 

lemendrai, López de ()flete e inclusive Narciso Eassols, Fix Zamu 

dio afirma que la necesidad do la certeza JurUice-a le quo con 

tribuye sinrularAente el proceso como inctitucidn jurídica- "re 

acreciente tratdndóse de un derac'Is Cr13.0 el azrnrío le ten ';ro-

fundo contenido social, ya que ron precisamente loe 

los sufridos hombrea que cultivan ten Tnti:ronamente nuestro sue 

le, ejidoterios y pequeflos propietarios, le: 1;le LscPrl.tnn 

que ninGuno la segurided de qle no cavan privados de los frutos 

de su esfuerzo y de que encontrardn en las autoridelos agraries 

una amorosa y justa i)rotección le sus nodo tos interese:, q:o - 

precisamente 2or humildes son nós dignas de respeto". Actuali-

zando su exposicidn, escribe el referido procacrlir'.n que 

radas las "convulsiones sociales provocadas por los mcvl!ientos 

revolucionarios, que forzosamsnto trnstoceron las instituciones 

jurídicas en beneficio de un pueblo sediento de justicie", es -

ya indispensable "encaminar debidamente osas fuerzas redentoras 

en el calce del Estado de Derecho, en el cap' el necanismo del-

proceso jalea un rapel de altísima importancia" (4). 

Fm contraste con la opinión de los jurisconsul-

tos procesnlistas, dos estudiosos do la legislación agraria vi- 
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gente en México, en sendos estudios publicados comentando el C6 

digo Agrario, han llegado a desestimar al procedimiento, mani—

festando textualmente, uno de ellos, que "las disposiciones de-

fondo revisten importancia mucho mayor que las de procedimien—

to, sin duda porque estas dltimas se derivan de aquellas, y por 

que los procedimientos se pueden corregir y afinar a veces, sin 

necesidad de reformar la ley, introduciendo disposiciones regla 

montarlas, y en ocasiones simplemente poniendo en visor instruc 

tivos que fijen la forma do aplicar las reglas establecidas" --

(5). En estos conceptos resaltan la inseguridad y la consecuen 

to irregularidad, de que generalmente adolecen las normas proce 

sales agrarias, así cono la equivocada apreciación que impera . 

eón en ciertos círculos oficiales, ignorando la función de di--

chas disposiciones como instrumentos indispensables para la res 

lizaci6n de la justicia. Otro comentarista de la Ley de la ma-

teria ha afirlado que; "ningún interés tiene decir en la ley --

que los Comisariados deben presentar sus qiiejes para que se re-

suelvan desde lue:o o se turnen a quien corresponda para su más 

rápido despacho" (6); lejos do referirse a la necesidad de pre-

cisar las disposiciones relativas al trémite y atención admlnie 

trativa de las quejas y peticiones de los representantes de los 

ndcleoe de población -estableciendo términos sumarios obligato-

rios para las autoridades competentes- tal vez, estima este ---

autor que con la mera declaración de ilimitados y numerosos de-

rechos en favor de los campesinos y de los poblados rurales, --

por ese solo hecho está ya realizada definitiva y establemente-

la justicia agraria; sin que el legislador o el glosador se ha- 
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yen preocupado seriamente por el requisito indispensable para --

hacer vivir el Derecho on todas las relaciones humanas en el ---

agro, como OS el de un adecuado procedimiento. 

El conocido tratadista de lo materia Dr. Uendie- 

ta y Manea ha venido insistiendo, en varias de sus obras y en ar 

tículos periodísticos, sobre la conveniencia do roorranizar o --

reestructurar la parte correspondiente el procedimiento en el Cd 

digo de la materia; proponiendo asimismo, le creación da tribuna 

les agrarios encerzados de conocer y resolver nsanton contencio-

sos relativos a loe derechos de los ndcleos de población y de --

los ejidatarios en particular, así como de le protección a los - 

pequeños propietarios (7). 

Con motivo de las reformas que se han m'opuesto-

y, en algunos casos, aprobado a la larislecién kTnria, en las -

amaras de Sonadores y de Diputadon,del Congreso Federal, se ho-

planteado, aunque sin entrar en mayor detalle r.t erenentar an --

proyecto sistematizado, la orsanizacioh de tribunales adminiatra 

tivoe competentes on materia agraria. 

En relación a las mencionadas tendencias existen 

tes on turno e las reformas a la legislación do la iaterin, el -

Dr. Vézquez Alfero señala, en lo general, la posibilidad de arre 

ciar doe corrientes opuestas: "une quo propugna por la p.rosecu--

ción del sistema que ha imperado en una larga época: le discre--

atonalidad, casi ilimitada, de las autoridades nrrorias, especial 

monte en lo relativo e asuntos contenciosos sobre Dorechos agra-

rios, y la otra tendencia que insiste en la importancia de una - 

regulacidn jurídica estable y precisa del procedimiento agrario- 



y en la necesaria creación de verdaderos órganos jurisdicciona—

les, procurando evitar las injusticias propias de la irresponsa-

bilidad autocrática, tan cara a las mentalidades burocratizadas. 

El insigne publicista hispano Jeeds Gomitas Pé-

rez seflala la intima relación existente entre Derecho y proceso, 

anotando, en consecuencia, que multiples autores tratan de defi-

nir a esta institución como instrumento de actuación del Derecho, 

en sentido objetivo o en sentido subjetivo. Precisando la rela-

tiva insuficiencia de este criterio, el propio tratadista, em---

prendo la tarea de delimitar el concepto de proceso -siguiendo «. 

on gran parte los lineamientos de Alcalá-Zamora y Castillo- y es 

cribe que la formula procusel de satisfacción de pretensiones --

consiste en que el Estado, a través de órganos instituidos espe-

cialmente para ello, lleve a cabo la satisfacción de las mismas. 

Situación ésta a la que so ha llegado después de una lenta y di-

ficil evolución del Derecho, en la que la acción directa del pre 

tensor contra el adversario ha sido substituida por la acción en 

causada a un órgano del Estado frente a aquél y la acción autode 

fensiva ha sido reemplazada por la pretensión procesal, surgien-

do asi entre los dos adatas, un tercero -instituido por el Uta 

do- o quien so asigna la potestad de examinar les pretensiones -

que un particular aduce frente a otro, y, en su caso, de la ac—

tuación, de la realización de lo que se pretende proceselmente,-

cuando ello corresponde con las disposiciones del ordenamiento -

jurídico. Por tanto, concluye ~diez Pérez que el proceso es-

el complejo de actividades del órgano jurisdiccional y de las --
partes, "encaminado al examen y actuación, en su caso, de las -- 
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pretensiones que una parte esgrime frente a otra°  (8). 
Enunciado, en lineas anteriores, el concepto del 

repetido especialista acerca de le inatitocidn do que se trets;-

tratando de precisnr la relación y le iskoortencia do le .asma --

con respecto al Derecho agrario, se estima conveniente recurrir-

& sls propios ergo:lentos para justificar al proceso. Pare lle—

gar a este fin, Conziloz Pdrez parte de un andlitis de princi—

pios de Derecho natural, estiníndolos insuficientes, pera con—

cluir en le necesidad de buscar el fonda:lento do esta institu—

cidn 'en el papel quo dese-rete en la cononided y en la laposibl 

'Wad de que,otres instituciones cunplan més eficannente su nis-

na finalidad. Esta finalidad quo el proceso pers!roe es el man-

tenimiento de la justa paz comunal'. Pes precisa ente justa -en 

sentido ético y jurídico- ya que, advierte el renet1do estor, --

"El Estado no puede ser indiferente al valor justicia', ni serte 

suficiente para el cunpliniento de sus elevados dinos con el Os.. 

tablecialento y nsntenialento de la pez, desvinculada del rotori 

do ideal. Pues para este deleznable situacidn no es neceserio - 

ecodir el proceso, baste -cono en elsunos reginenes totalitarios 

y en no pocos de los llenados donocrdticos con crear y sostener-

ilimitadamente un réEl,on policial severo y eficiente que, por -

una parte y en el nejor de los casos, inpida a los nietbros indi 

viduales de la sociedad el ejercicio privado de sus pretensiones 

jurídicas de los particglares o grupos sociales anta el .atado o 

otras entidades pdblicae (9). as obvie la relecldn que inevltn 

blenonte provocan estos conceptos, aceres de la importancia -jo-

ridica, social y coral- do le institución de que se trate y de - 
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la imprescindible, adecuada reorganización que ha de anprenderae 

en el sistema procesal agrario. 

Como se ha senalado en anteriores pIrrafes, el -

Estado acude, generalmente, el proceso para cumplir con su impor 

tante función de realizar la justicia en la comunidad, ya que --

justificadamente se estima que esta institución -en otras pala-

bras de González Pérez- "es la que mejor permite la satisfacción 

de las pretensiones con justicia, al someter su eximen a un dral 

no parcial y obligar a las partes a acatar su decisión•, y es --

tal la importancia de ella que, el propio autor establece una --

relación directa entre la reelizacidn de la justicia y la ampli-

tud del campo del proceso (10). Debe aquí advertirse que por lo 

que respecta al Derecho agrario en 'léxico, estos ideales no tie-

nen plena realización jurídica ni política -como se puntualizara 

en la parte correspondiente al final de esto trabajo-, sin eabsr 

go, es necesario en ente planteamiento previo del tema dejar oro 

ciando la íntima vinculación entre proceso y Derecho, en lo gene 

ral, y, por tanto, la determinante relación científica, jurídica 

y atan política do la repetida institución respecto del Deracho --

agrario, Y para este fin, es fundamental considerar la triple -

misión del proceso, precisada por Alcalé-Zamora y Castillo en su 

"Fracaso, autocomposición y autodefensa" (11), comentada certe-

ramente por González Pérez en setos términos: "Si pensamos on la 

trascendental misión jurídica -como instrumento pera la realiza 

atén del Derecho el actuar las pretensiones-, politica -como ga-

rantía del justiciable y, a fin de cuentas de la libertad- y so-

cial -al contribuir a la pacifica convivencia de loa habitantes- 
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de un Estado y a equilibrar sus fuerzas en la empresa de obtener 

justicia-, que el proceso desempeña en la comunidad, y quo ninfa 

na otra institución jurídica podría cumplir en la misma medida -

esta misión, habrá do concluirse afirmando 1r juatificeciAn india 

dable del proceso en le comunidad" (12). 

2.- Análisis de alr:unos conceptos jurídicos procesales relatl 
vos al Derecho Agrario: Necesaria diferenciacidn entre -= 
procedimiento y proceso. 

Buscando establecer la distinción entre proceso-

y procedimiento, Eduardo Pallares (13), se remite e opte conoól 

do párrafo de Cernolutti (Sistema, IV - 2): "Una exirroncia moto- 
! 

doldgica imprescindible para el estadio del procedimiento, que - 

se resuelvo, como ocurre casi siempre en una exigencia ter:linold 

qica, me induce a aclarar y a observar con el mayor ri,•or poni--

ble la distinción entre la sume de los actos que so realizan pa-

re la composición del liti;io, y el orden y la sucesión de su roa 

Unción; el primero de estos conceptos se denota con la pala—

bra proceso, el segundo con la palabra procedimiento". Con el -

mismo fin, Fix Zamudio, al tratar do las norman instrumentdos--

agrarios recurre a loa conceptos de Guasp, quien expresa que el-

procedimiento está constituido por les nomles quo sefialan los re 

quintos formales necesarios para la crsecidn y realización de -

las disposiciones materiales, y quo el proceso esta formado 7or- 
i• 

	

	
las disposiciones instrumentales que sirven de medio para la roa 

lizaci6n del derecho, en el caso concreto, mediante el ejercicio 

de la función jurisdiccional; concluyendo el autor primeramente-

citado que "para resolver cuales do las disposiciones apraria•s - 
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tienen el carácter procesal y cuales constituyen normas puramen 

to procedimentales, os necesario tomar en consideración que lo-

idea del proceso responde a una contemplación teleológico y quo 

la de procedimientos obedece a un enfoque formalista, como lo -

he hecho notar Alcalá-Zamora, por lo quo so pueden contraponer-

los tipos de proceso y las normas de procedimiento, seEán que -

pueda mediar unidad procesal y diversidad procedimontal o a la-

inversa" (14). 

Precisando la idea de proceso jurídico, Eduardo 

Pallares señala que "es una serio de actos jurídicos que se su-

ceden en el tiempo y quo se encuentran concatonados entre si pa 

re el fin u objeto que se quiere realizar con ellos" (15). En-

te coneepto general al i;Jual que los quo se citan en párrafos - 

antorioros, son de una aran utilidad en el estudio de las nor--

mas instrumentales agrarias (16). 

Vo puedo evitarso, al tratar de distinguir los-

conceptos do proceso y procedimionto, el volver a la sabiduría-

de Carnolatti, cuando afirma que el primero "es el conjunto de-

todos los actos que se realizan para la solución de un litigio; 

procedimiento es la combinación de los diversos actos que so do 

ben realizar para la solución de un litigio". En su sistema,.-

el propio autor señala que proceso denota un mázino -vinculado-

a la idea de un conjunto-, en tanto quo procedimiento implica -

un mínimo, on rotación al concepto anterior (17). 

Entre los tratadista:: mexicanos de la materia,-

el Dr. Lucio Hondieta y ,'birles y el Lic. Angel Caro, han dedica-

do capitules especialos de rus obras al ozta(Uo del procedir-ian 
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to agrario (18). Fix Zamudio formula observaciones criticas — 

-con cierta justificaoldw. en virtud de que el primero de loe--

autores citados no precisa debidamente la distinción entre pro-

ceso y procedimiento agrarios; refiriéndose al trabajo de Caso-

hace notar la confusidn en que éste incurre al calificar como--

procesos a toda la diversidad de procedimientos agrarios, quo -

en su mayoría constituyen técnicamente simples procedimientos -

administrativos (19). 

Con baga en un concepto general de Gabino Fraga 

puede decirse que el procedimiento administrativo agrario es el 

conjunto de formalidades y actos que preceden y Preparan el so-

to administrativo de carácter agrario (20). Atendiendo a las-

diversas acepciones que el Dr. Alcalá-Zamora señala para el tér 

mino procedimiento (21), en relaoidn al Derecho Agrario podría 

usarse esta palabra en loe siguientes casos: como sindnimo do--

juicio administrativo expropiatorio de tierras y aguas; para do 

signar una fase procesal autónoma y delimitada el respecto del-

proceso o procedimiento agrarios con el que esté vinculada; pa-

ra referirse a diligencian, actuaciones y otras medidas cdminia 

tratives do las autoridades agrarias; y para designar, en térmi 

nos generales, e la tramitación o substanciación total o par---

ciel de los llamados expedientes por las autoridades agrarias. 

Bravamente, y desde luego que en forma importes,  

ta, permítase dejar anotada la siguiente idea sobre el proceso-

agrario, considerando a éste como la eacosidn sistematizada de-

actos juridicos.tendiente a la aplicación de la legislación coal 

titucional y reolanentaria de carácter agrario, con el fin de - 
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realizar ideales de justicia social en el Campo. 

La confusión de las diferencias técnicas procesa 

les entre los conceptos proceso y procedimiento, ocasionaron en-

la práctica administrativa agraria mexicana el uso indiscrimina-

do del término "expediente" para designar en forma general a to 

dos loe procedimientos agrarios. Por ello, se estima necesario-

concluir esta parte del presente estudio con determinados conce2 

tos al respecto. En primer termino y con prelación a la actual-

mente desarrollada doctrina administrativa, puede recurrirse a -

las acepciones que Escriche señala, diciendo que expediente ea -

"la dependencia o negocio que se sigue sin juicio contradictorio 

en los tribunales a solicitud de alg6n interesado o de oficio" - 

o "el conjunto de todos los papeles correspondientes a un asunto 

o negocio"; pudiéndose a través del mis elemental análisis con—

cluir lo inadecuado de la expresada práctica al comprender en la 

repetidadenominación a procesos de carácter agrario que consti-

tuyen o deberían constituirse como verdaderos juicios administra 

tivos. Sin embargo, y de acuerdo con lo anotado al respecto por 

el Diccionario de la Real Academia Española -edición de 1956- se 

acepta primeramente la acepción propuesta por Don Joaquín Escri-

che, agregando que el multioitado término se aplica "seffaladamen 

te a la serie ordenada de actuaciones administrativas, y también 

a les judiciales en los actos de jurisdicción voluntaria"; comen 

tundo Meto ol Dr. Raél Augusto Badaracco (22), precisa que es - 

improcedente denominar expediente a la serie ordenada de actua—

ciones procesales cuando se refieren a actos de jurisdicción con 

tencioaa, ya sea materialmente judicial o administrativa. De to 
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do esto, puede concluirse que es aceptable el aso del repetido--

término, exclusivamente en los casos en quo el procedimiento agro 

rio carece del carácter contencioso, por ejemplo en lo relativo-

a tramitación de traslados de dominio sobre certificado de int.tcc 

tabilidad agrícola, ante el Registro Agrario Nacional del D.A,A, 

C. 
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CAPITULO 	II 

LOS PROCEDEUENTOS AGRARIOS EN LA LEY DE 

6 DE EVERO DE 1915, ETi EL ARTICULO 27 --

CONSTITUCIONAL Y EN LAS PRfliiRhS LEYES--

REMMENTARIAS 

1.. La restitución y la dotacidn en la Ley de 6 de enoro de 
1915 y las autoridades en el procedimiento. 

N os referimos de manera principal al Ordenamien 

to de que se trata, pues el mismo es generalmente considerado co 

mo el primer instru"ento jurídico de la reforma agraria en Méxi-

co, formal e histéricamente hablando; no obstante, eetixamos a -

todas luces indispensable hacer una breve mención de los proce--

dantas ideológicos y políticos que en nuestra materia contribuye 

ron a estructurar los procedimientos agrarios de la Ley del 6 de 

enero. 

En efecto, con anterioridad e la renombrada Ley-

Agraria habían quedado delineados los procedimientos fundamenta-

les de restitución y dotacidn, así como el referente a coloniza-

ción, en la mayoría de los planes políticos y proGramas conforme 

a los cuales inicié a desarrollarse la fase cruenta do la Rovolu 

cidn Mexicana. De esta época es incuestionablemente digno de --

mónoionarse el contenido del Manifiesto y Programa que el Parti-

do Lioeral Mexicano did a la publicidad el ano de 1906. En este 

documento puede claramente apreciarse la importancia que se otor 



26 

ga a la necesaria restitución de las tierras y aguas despojadas.. 

a los pueblos rurales y también se toma en cuenta la colonización 

interior, con nacionales cuya repatriación se propone; asimismo,. 

ce establecen principios relativos a la función social de la pro-

piedad privada, como puntos básicos de los cuales podría despren-

derse el procedimiento,expropiatorio de la misma. (23). 

El Plan de Villa de Ayala que data de 1911, con--

tiene, por su parte, la demanda de la corriente revolucionaria 

zapatista sehaladamente en el capitulo de restitución de tierras-

y propone, el efecto, la creación de "tribunales especiales". 

Puede pues afirmarse quo aun en el principio o en 

el surgimiento mismo de nuestro Derecho Agrario, apuntaba también 

el nacimiento de los procedimientos agrarios. 

La Ley expedida por la facción carrancista en Ve-

racruz, el 6 de enero do 1915, reactualizó las ideas presentadas 

por Cabrera a la Legislatura Haderista en 1912, en cuanto a la --

llamada reconstitución de loa ejidos de los pueblos rásticos. Es-

te propósito habla de vencer originalmente las situaciones juridi 

cas y de hecho creadas durante la Dictadura en perjuicio, do nume-

rosas comunidades agrarias: el medio jurídico para ello o el pro 

cedimiento avocado lo fue singularmente el restitutorio y supleto 

riamente el dotatorio, en una apreciación general de lá cuestión. 

Lo trascendente para nuostro trabajo os dejar aquí satinada la --

circunstancia de quo en el multinitado ordonamiento agrario se --

comprendieron de una manera bastante amplia y técnicamente adecua 

da, un buen libero de disposiciones de carácter procesal, estable 

ciando con ello un correcto precedente que so ha respetado on las 
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sucesivas leyes per:lamentarlas de la meterla, aunque sin llegar, 

hasta la fecha, a una situación óptima conforme a la ciencia y . 

la técnica del Derecho Procesal. 

Pasando al examen concreto de la Ley de Cerrenze, 

encontremos que en materia de procedimientos y derechos agrarios 

contiene los puntos esenciales siguientes: 

a).- Declaración de nulidad de las enaienicionee 

de tierras comunales de indios, quo hubieren nido realizadas en--

contravención de la Ley de 25 de junio de 1856. 

"Articulo lo. ....I.-iodos 3ae enejenaciorerde 

tierras, anuas y montes pertenecientes a los pueblos, renchertal 

congregaciones o comunidades hechas por los jefes políticos, clo«. 

bernadoree de los Estados o cualquiera otra autoridad local, en-

contravención a lo dispuesto en la Ley del 25 de junio de 1856 y 

demás leyes y disposiciones relativas". 

b).- Declaración de nulidad de todas las opera--

cienes realizadas ilegalmente en materia de tierras por le auto-

ridad federal a partir del primero de diciembre de 1C761 

"Artículo lo. 	 Todae las concesiones, 

composiciones o ventas de tierras, aguas y montes hechas por la-

Secretaria de Fomento, Hacienda o cualquiera otro autoridad fede. 

ral, desde el día lo. de diciembre de 1876 hasta la fecha, con 

las cuales le hayan invadido y ocupado ilegalmente los ejidos --

terrenos do repartimiento o de cualquiera otra clase, pertenecían 

tos a los pueblos, rrncheriec, concrnyjacionee o comunidades". 

o).- Declaración de nulidad de operaciones roali 

zedas on materia agraria por las Compañia@ deslindadoras, autor/ 
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dados administrativas o judiciales de loa Estados de la Federa-. 

cidnt 

"Artículo lo, ...III.- Tbáas las diligencias do-

apeo o deslinde practicadas durante o 1 periodo de tiempo a que -, 

se refiere la fraccidn anterior, por compelías, jueces u otras -

autoridades do los Estados o do la Federación, con lea cuales es 

hayan invadido y ocupado ilegalmente, tierras, muss y :montes de 

los ejidos, terrenos de repartimiento o de cualquier otra clase-

perteneciente a loe pueblos, rancherías, consregaciones o oomuni 

dados". 

Confirmacidn do los repartos de tierras res 

liudas entre vecinos de comunidades agrarias que hubieren alele-

realizados de conformidad con lee Leyes de Reforma: 

"Articulo 2o. La división o reparto que se hu—

biere hecho legítimamente entre los vecinos de un pueblo, ruche 

ría, congregacidn o comunidad, y en la que haya habitado sigan--

vicio, solamente podre ser nulificado cuando luí lo soliciten --

les dos terceras partos de aquéllos vecinos o de sus caucahabien 

tes". 

e).- Por dltimo y con carácter supletorio e la-

acción restitutoria, se establece la acción dotatoria: 

"Articulo 3o. Loe pueblos que necesitendolos, -

carezcan de ejidos o que no pudieren lograr su restitucidn por--

falta de títulos, por imposibilidad do identificarlos o porque--

legalmente hubieran sido enajenados podre:: obtener que se lee dn 

te del terreno suficiente pera reconstruirlos conforme a las ne-

cesidades de en población, expropie:Idos() por cuenta del Gobierno 
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*Jecinnal al terra:!.o indispensable para ose efecto, del que so -

encuentre inmediatamente colindante con los pueblos interesa---

dos". 

Do acuerdo con el precitado sietona jurídico el 

procedimiento era ol etzaientes en materia do restitución, las 

solicitudes de los pueblos se presentaban ante el Gobernador do 

le :Jatierc:, adjuntando a elles los documentos en los que se fun 

daban. IGual procedimiento debía seguirse en :letona de dota.. 

cidn. La autoridad, en vista do las solicitudes, oía el pare— 

cer da la 	Locrl A:rcria sobre la justicia de las rei— 

vindicaciones o la conveniencia de las dotaciones y resolvía lo 

que, un au concepto, fuera procedente; si le resolución ora afir 

!nativa, como ceneralnente lo 	9asabct el expediente al Comi- 

td Particular Ejecutivo correspondiente a fin do qte, dice lu -

Ley; Identiftendo loa terrenos, denlindtIndolos. Estas resolu—

ciones de loe gobernadores, pues, tenían ol carácter provisio—

nal, pero debían ser ejecutadas inmediatamente por el Comitt --

Particular Ejecutivo, uno vez hecho lo cual, el expediente, con 

todos los documentos necesarios, se remitía a la Comisión Az:ra-

na, seatn los artículos sicuientes: 

"Articulo 6o, Las solicitudes de restitución de 

tierras pertenecientes a los pueblos que hubieron sido invadidas 

u ocupadas ilegítimamente y a que se refiere el artículo lo. do-

esta Ley, se presentertn en los Estados directanento ante loa go-

bernadores, y en los Territorios y Distrito 'Moral, anta las -- 

autoridades políticas superiores. Pero en los casos que la fal-

te de comunicaciones o el estado de Guerra dificultaron la ac--- 
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ción de los gobiernos locales, las solicitudes podrán también--

presentarse ante los jefes militares que estén autorizados aspe 

cialmente para el efecto por el Encargado del Proder Ejecutivo. 

A estas solicitudes se adjuntaran los documentos en qae se fun-

den. 

También se presentarán ante las Mamas autorida 

des las solicitudes sobre concesión de tierras, para dotar do -

ejidos a los pueblos que carecieren de ollos o que no tengan ti 

tules bastantes para justificar sus derechos de reivindicación". 

"Articulo 7o. La autoridad respectiva, en vis-

ta de las solicitudes presentadas, airé el parecer de la Comi—

sión Local Agraria sobre la justicia de las reivindicaciones 

sobre la la conveniencia, necesidad y extensión de las concesiones 

de tierras para dotar de ejidos y resolverá si procede o no la-

restitución o concesión que se solicita. En caso afirmativo, -

pasará A expediente al Comité Particular Ejecutivo que corres-

ponda a fin de que, identificando los terrenos, deslindAndolos-

y midiéndolos, proceda a hacer entrega provisional de ellos a 

los interesados". 

La Comisión Nacional Agraria dictaminaba apro--

bando, rectificando o modificando las resoluciones elevadas a -

su conocimiento y, en vista del dictamen rendido, el Ejecutivo-

Federal resolvía lo conducente. Si la resolución del Presiden-

te de la Repáblica estaba de acuerdo con la del Gobernador, o -

no obstante que la rectificara concedía tierras al núcleo que -

las solicitaba, se hacia la confirmación do la posesión provi—

sional que ya so había otorgado, Imán el siguiente articulo: 

"Artículo 90. La Comisión Nacional Agraria die 



31 

teminarl sobre la eprobacidn, rectificacidn o modificación de --

las resoluciones elevadas a su conocialento, y en vista del dic-

tamen que rinda, el Ehcargado del Poder Ejecutivo de la Nacidn--1 

sancionar* las reivindicaciones o dotaciones efectivas expidien-

do los títulos respectivos••  

Se daba facultad e quienes es creyeran perjudica 

dos con las resoluciones, para acudir ante los tribunales, a de-

ducir coz derechos, dentro del técnico, de un año, a contar de la 

feche de la resolución; pasado ese térnino, la mecido de impusha 

cidn caducaba; en el caso de restituciones, la resolucida favora 

ble el impugnador solo le daba derecho a obtener .?el Gobierno le 

indemnización correspondiente; si se trataba de dotaciones, el--

expropiado tenía derecho a reclamar indemnisecidn, cono dice el-

articulo siguiente: 

•Articulo 10o. Los interesados que se creyeren -

perjudicados con le resolución del Encargado del Poder Ejecutivo 

de le Nacida podrán ocurrir ante los tribunales a deducir sus de 

rectos, dentro del término de un año, e contar desde la fecho de 

dichas resoluciones, pues pasado ese término ninguna reclenacidn 

:unid admitida'. 

9112 loa casos en que se reclene contra reivindi-

caciones y en que el interesado obtenga resolución judicial de-

clarando que no procedía la reotitscidn hecha a un pueblo, la --

sentencie edlo dará derecho a obtener del Gobierne de la »atén-

la indeenioacidn correspondiente! 

ain el alano timo de un aro podría ocurrir la 
propietarios de terrenos expropiados, reclamando las indenniach;Z 
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cionea que deban pagárselos." 

El artículo 11, por Catira), establece que una --

ley reglamentaria determinaré la condición en que han de quedar-

los terrenos que se devuelvan o se adjudiquen a los pueblos y la 

manera y ocasión de dividirlos entre los vecinos, quienes entre-

tanto los disfrutarán en coman. 

Para los efectos de la Ley agraria, y secan de-. 

claración expresa de acuerdo con el programa político de la Royo 

luoidn, el artículo cuarto del propio ordenamiento instituyó; 

"Articulo 4o. 	Una Comisión Nacional Agra 

ría, compuesta de nueve personas y que, presidida por el Secreta 

rio de Fomento, tendrá lar funciones que esta ley y les sucesi-

vas le sefialen; II.-Una Comisión Local Agraria, compuesta de •-• 

cinco personas, por cada Estado o Territorio de la Espabiles, y-

con las atribuciones que las Leyes determinen, y III.4oe Comí—. 

tás Particulares Ejecutivos que en cada Estado se necesiten, los 

que se compondrán de tres personas cada uno con las atribuciones 

que se les señalen". 

"Artículo 5o. Loe Comités Particulares Ejecuti-

vos dependerán en cada Estado de la Comisión Local Agraria res-

pectiva, la que a su vez estará subordinada a la Comisión Nacio-

nal Agraria". 

"Articulo 120. Los gobernadores de los Estados, 

o en su cano loe jefes militares de cada región autorizados por-

el Encargado del Poder. Ejecutivo.de la República, nombrarán des-

de Diego la Comisión Local Agraria y los Comités Particulares --

Ejecutivos" 010e 
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2.. Los procedimientos comunales, ejidales y de creación de 
nuevos centros de población agrícola en el texto origi-
nal del articulo 27 constitucional. 

Es pertinente observar en primer término, si----

guiando la secuela historicojuridica de nuestro trabajo, que las 

normas procesales de le Ley de•6 de enero de 1915, al igasl que-

el resto del propio cuerpo jurídico, influyeron notablemente en.» 

el Constituyente de 1917, al grado de que el ordenamiento en ---

cuestión fuó incorporado a la Constitución misma, con el carde--

ter de Ley Constitucional. 

En efecto, como recuerdan Palavicini y Rouaix, a 

la Asamblea de querétero presentó Carranza un proyecto de conati 

tucién, cuyo articulo 27 fue rechazado pare transformare., en un 

singular proceso legislativo, en lo que llegaría a constituir --

nuestro actual sistema agrario fundamental. La Ley Agraria de 

1915, soslayada en el planteamiento que hiciera el Primer Jefe,-

readquirld su primerisima importancia en lee deliberaciones le—. 

gislativas, ademAs de quo, previamente, se hablan incorporado al 

nuevo texto del repetido precepto constitucional, gran parte de-

sus mandatos; en optas condiciones, no solamente los importantes 

preceptos sustantivos sino la totalidad de lec disposiciones de-

carácter procesal a que henos aludido en el inciso anterior pasa 

ron a formar parte de la estructura jurídica fundamental. Si --

bien el conjunto normativo integrante de la repetida Ley llegó a 

constituir una buena parte del articulo 27 constitucional en ma-

teria agraria, el Constituyente, por su parte, introdujo impor--

tantisimas modalidades de carácter procesal (25). 
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No sólo para efectos de carácter procesal, sino 

en el més amplio sentido jurídico y político, corresponde anali 

zar inicialmente.la premisa fundamental que se establece en el-

párrafo primero del artículo 27 constitucional. 

Cono puede apreciarse en la mencionada parte del 

repetido precepto, en ella se establece, genéricamente y sin li 

mitaeidn de nincuna especie la propiedad originaria que sobre -

las tierras y aguas comprendidas dentro de loa limites de su -

territorio, corresponde a la nación, así como el derecho de le-

misma para transmitir el dominio de los propios bienes a los --

particulares, constituyendo la propiedad privada. 

El párrafo de referencia, ha sido interpretado• 

en el sentido de que del mismo se desprende, en función de la -

soberanía, el dominio orir.lnario quo el Estado Mexicano posee -

sobre loe bienes ubicados dentro de su territorio. Ahora bien, 

la peculiar terminología de la referida disposición constitucio 

nal presenta problemas que exigen una aclaración: primeramente, 

pensamos, que el propio texto jurídico alude al ámbito espacial 

de validez del orden jurídico estatal, determinado por loe arti 

culos 42 r 43, en relación con los artículos 45 y 73 de la Cons 

titución Federal. Pero la cuestión resulta más problemática, --

cuando se trata do dilucidar la titularidad originaria del rafe 

rido derecho y los alcances de tal situación Jurídica; tomando-

en cuente que la técnicamente inconveniente atribución quea am-

ente histdrico o sociológico como 'es la nación, con lo cual,se-

llega a lamentables confusiones que sisuen afectando la intorpre 

tación jurídica contemporánea. Lb este último aspecto, debe se 
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Helarse que la doctrina agraria nacional ha llegado a la concia.,  

sidn expresada especialaente por el Dr. Hendiste y Malles, de ••• 
quo ahí donde nuestro peculiar constituyente anoté "nacién" debe 
leerse Estado. Abundando en este criterio, Felipe Tina Remires, 
sin aceptar en una rigurosa interpretacién los termine Estado y 
Dolo% tengan el carácter de 'indultos, debe entenderse a que --
tanto en el articulo 27 como en otros preceptos fundamentales,--
se emplean indiscrininademente las dos voces para aludir al mil. 
mo objeto jurídico, concluyéndose en la necesidad de acudir a -. 
la categoría jurídica Estado para substituir al concepto naoién, 
dado qua éste es notoriamente irrelevante en el Penacho positim• 
TO (26). 

Hendiste y lénes afirme, de manera sintética, 
que el verdadero alcance del pírrafo primero del repetido pro... 
cepto constitucional, es el de una declaracién de carácter gene-
ral en materia de propiedad de tierras y aguas, establece la prL 
macla de los derechos de la colectividad sobre los de los indivi 
duo.. Adonis, agrega el propio especialista, qua si hecho  do 
qua los fundamentos aducidos por el Constituyente, para apoyar--
el párrafo primero del articulo 27 de la Constitución, no sean 
exactos, de ninguna manera invalida al sentido de la propia dis-
posición que se reduce a situar en un lugar preferente loe inte-
reses selectivos, en materia de propiedad de tierras y aguas.---
"Nosotros creemos »escribe ~dista y Mes. que el parrare pri-

mero del articulo 27 Constitucional, ase entendido, encuentra sa 
más firme apoyo en la moderna teoría de la propiedad como tun•-• 
cidn social y en la teoría de los fines del Estado". Ciertamen- 



te, pensemos como el propio tratadista gas en los dos fundamenp. 

tos tedrioos de referencia se encuentra el principio superiortio 

justicia que el Constituyente quiso encontrar en la legislacidn. 

colonial. En efecto, sin necesidad de investir al Estado con un 

derecho absoluto sobre las tierras y aguas que se encuentran deja 

tro de los límites de su territorio, es evidente que la propia • 

entidad juridloo-politiceposes sobre dichos bienes un dominio • 

eainente y que siendo la propiedad una función socialvel Estado • 

se encuentra capacitado y en mucho obligado pera ejercer la vid 

limpia ~mana sobre la propiedad y para intervenir son objeto 

de que se cumple la propia funoidn social, en estamento de los-

fines del Estado (27). 

Desde ahora conviene dejar debidamente sisnifila 

da la importancia que una disposición de tales aleamos, repre-. 

u nta para el pr000dimiento agrario, ast, por nuestra parte, ola 

elderarismes resonable desprender ldgicamente de la disposlcidn. 

contenida en el repetido prior plrrafo, la singular importancia 

Implicada en los medios jurídicos para llevar a la prictica los. 

derechos sustantivos que en materia agraria establece nuestro 

sistema fundamental; dicho en otros tdrainaos si el Estado co•-. 

rresponde la titularidad originaria sobre los recursos agrarios. 

y del sieso arranca la creación de los derechos individuales co-

rrespondientes, es aceptable afinar que en el ámbito procesal • 
corresponden ~opcionales atribuciones y una posición privile.-

giada a la propia entidad pabilos, considerando adonde la tras.. 

condental función qué en cuestiones agrarias desarrolla el Eata• 

do ~OSAD, °enferme a la citada y otras disposiciones ~ole.. 
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mentarias del articulo 27 constitucional. En este capitulo, es-

timamos que podría hacerse una fecunda comparacidn entre los pro 

cedimientos civil y agrario, llegando a dilucidar las diferen•--

cias existentes entre ambos; atiéndase por ejemplo, a la mayor -

flexibilidad y celeridad del segundo, en relecidn con el prime--

ro, y a los diversos objetivos que tratan de alcanzarme en cada-

uno de ellos. 

El pirrafo segundo del multicitado articulo 27,• 

dispone que "Las expropiaciones sdlo podrán hacerse por calma de 

utilidad pdbiloa y mediante expropiacidn. Esta disposioldn, 

constituye una consecuencia evidente del mandamiento expresado • 

en el pirrare anterior; ahora bien, el Instituto exproplatorio-‘ 

estructurado en esta norma representa uncaablo importantísimo, • 

por cuanto, a diferencia de normas anteriores, se establece la -

posibilidad de que la indemnización correspondiente sea poste.--

rior al acto expropiatorio. En el aspecto que nos interesa o --

sea ea el correspondiente al procedimiento relativo, encontremos 

que en el texto original de la disposición fundamental que se • 

comenta, en uno de los pirrares finales de la misma, se dispuso• 

lo siguiente; "Las leyes de la federación y de los estados, en 

sus respeotivas jurisdicolones, determinarla los caeos en que --

sea de utilidad pdblica la ocupación de la propiedad privada, y-

de acuerdo con dichas leyes la autoridad administrativa bar* la• 

declaración correspondiente. El precio que se fijar* como indos 

aducida a la cosa expropiada se basard en la cantidad que somos 

valor de ella figure en las oficinas catastrales o recaudadoras, 

	  (28)e 

• 
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Singularmente interesante, dada su extensión y .1  

contenido, resulta para el tema de nuestra tisis, el conjunto de 

disposiciones que abarca el pirrafo tercero del articulo 27. 11. 

rrafo que a pesar de alguna reforma, no ha perdido su estructura 

y sentido originales. 	, 

La primera parte del expresado !Amato dice lo 

siguiente: "La Nacido tendrt en todo tiempo, el derecho de Lapo• 

nar a la propiedad privada las modalidades que dicte el interei 

pabilo°, est como el de regular el aprovechamiento de los alomen 

tos naturales susceptibles de aprobación, para hacer una distri-,  

buoidn equitativa de la riqueza póblioa y para cuidar de su con. 

servaoidn..."  

• XI texto citado, como el plrrefo segundo se dee. 

prende necesariamente del sentido normativo que hemos determina. 

do en relacidn al pirrafo primero: es una consecuencia lógica-u 

ridica de la declaración de la fundamental oategoria del interés 

nacional. Ael, atendiendo a las consideraciones qua eedalamos” 

al ocuparnos del pirrafo primero se comprende y fundamenta jurí-

dicamente, la potestad estatal para modelar, para configurar al-

derecho de propiedad conforme lo impongan las necesidades pAbli-. 

case  Zn este aislo sentido se justifica le intervención del Es-

tado en la regulación del aprovechamiento de los elementos natu-

rales susceptibles de apropiación, y se estipula la póblioa in-. 

tervención en la distribución equitativa y conservación de la gil 

quesa póblioa. Aunque no se declara expresamente en el texto ana 

liudo, en el mismo se determina claramente a la propiedad com-

una función social. 
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Desarrollando los principios enunciados en la --

parte transcrita del propio pírralo tercero, en la frase sigui% 

te se delinea una especie de programa agrario, en el texto que a 

continocidn se transcribe, 

'..•Con este objeto, se dictara►  las medidas ne-

cesarias para el fraccionamiento de los latifundios; para el de-

sarrollo de la pequen' propiedad agrícola; para la creacidn de 

nuevos centros de poblacidn agrícola con las tierras y aguas que 

les sean indispensables; para el fomento de la agricultura, y pa 

ra evitar la destraccidn de los elementos naturales y los danos• 

que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad..,' 

Las indicaciones contenidas en este texto norma-

tivo, como hemos abalado, obedecen a la concepoidn de la propie 

dad en un sentido de l'uncida social, en el cual el Estado ocupa. 

un lugar decisivo noma» por las taoultadea que a la propia enti 

dad pánica confiere dicho sistema jurídico, almo, fundamental-

mente a nuestro juicio, en tunoidn de las responsabilidades y --

obligaciones que al propio Estado corresponden ea esta materia. 

Por ello, deuda de expresar los postulado» contenidos en su 

primera parte, la segunda frase del plirrato tercero del repetido 

precepto constitucional dispone categdricanante, primero, la ne-

cesaria redistribuoldn de la tierra; segundo, el fomento a nue--

vas formas de explotacidn, como la pegad % propiedad agrícola y«. 

loe nuevos centros de poblsoidn, y, tercero la intervencidn esta 

tal en la coneervaeidn y protecoldn de los recursos naturales, 

Concluyendo el phrato tercero que comentemos, • 

se dispone lo siguiente: 

 

 

 

 

 

 



"Los doleos de poblaoidn que carezcan de tie-~ 

rras y aguas, o no las tengan en cantidad suficiente para las ne 

cesidades de su población, tendrán derecho a que as les dote de- 

ollas, tomándoles de las propiedades inmediatas, respetando 	 

siempre la pequeña propiedad agricola..." 

El texto transcrito, como los dos precedentes --

del propio párrafo tercero, se encuentra íntimamente vinculado y 

en relación directa con los doe primeros párrafos del precepto • 

fundamental que se estudia. De donde, en primer término, además 

do su interpretacidn gramatical se requiere tener en considera.• 

din el nexo indicado. Ya expresamos que a consecuencia del --• 

principio de Uncido social de la propiedad, el Estado, por una-

parte, posee determinadas facultades para intervenir en la redil 

tribucidn de la propiedad territorial y otros recursos agrarios, 

y por otra parte, los particulares y determinadas personas jurí-

dicas colectivas de carácter aGrario poseen frente al propio Es-

tado, derechos relativos a la cuestión agraria. Este ea el caso 

precisamente de la situación jurídica que se origina en la inter 

pretacidn de la norma contenida en la frase que se reproduce en. 

el párrafo precedente. 

El titular del derecho de referencia es un sujeto 

colectivo del Derecho Agrario; ahora bien, estimemos que en un -

sentido estricto, la propia norma se refiere a ndcleos de pobla-

ción de carácter agrario precisamente. La disposición que se co 

menta, encuentra su antecedente inmediato en la Ley Agraria del-

6 de enero do 1915, en la cual, por primera ves, se eatablecid -

la posibilidad jurídica de solicitar y recibir en dotación o en- 



ampliación, lee tierras y aguza de que carecieran loa Micho» --

de población rural. En el texto original del precepto fundamen-

tal que se estudia as recogió el repetido derecho y todas las --

leyes reglamentarles conocidas de 1917 a la fecha, han desarro-

llado loe presupuestos de la propia norma bisice, sin erhargo,-

en une primera época ea de señalarse el problema que se conoce--

como a ds scatosEPria politica de los Maleos de población" en -

relación el sujeto colectivo de que ee treta, problema éste que-

fue resuelto en la llamada Ley Eaasole, suprimiendo précticamen- 

Í ' 

	

	te los requisitos que las anteriores disposiciones reglamenta-- - 

riaa indicaban el respecto y dejando, solamente, como elementos-

necesarios pera integrar al repetido sujeto colectivo, la reu—

nión en un lugar deterninado y durante un lapso temblón determi-

nado en un centro de población, de un flamero no menor de 26 indi 

viduos cuya capacidad jurídica agraria e individual se detonad--

n6 exigiendo la nacionalidad nexioana, la dedicación al trabajo-

agrícola y una edad superior a los 18 anos (29). 

En relación a los procedimientos dotatorio y am-

pliatorio ejidales que se fundamentan en le norma indicada, en - 

en obra eLa lueva Ley Agraria", Narciso Baseole realiza un ceta-

dio conparatlio entre la Ley Agraria del 6 de enero de 1915 y el 

articulo 27 de la Constitución de 1917. En resumen, el propio -

:arista Impone lea siguientes obeervecioneet 

glin la Ley del 6 de enero de 1915, el procedí 

miento dotatorio se inicia apenas, naciendo subordinado a la res 

tItacida cono procedimiento fundamental". 

olor lo tanto, afilo imperfectamente se organiza- 



la acción dotatoria aun no depurada, sufriendo el influjo de ~o 

loe caracteres propios de la restitución". 

'Sin embargo, por virtud delas exigencias incoa 

untes en la dotación misma, la Ley de 6 de enero, al crear el-

procedimiento de dotación, asigna al fin que se persigue con la 

dotación y a los nao/osos que habría de recibirla, naturaleza -

tal que desliga por completo la capacidad de los nado» a --

quienes es concede la acción, de cualquier otro elemento que 110 
sea la existencia del poblado y su necesidad de tierras*. 

"...el texto Constitucional extiende, mediante. 

un proceso revelado por los antecedentes del articulo, el dere-

cho a le dotación, a doleos que carezcan por completo de tie--

rrae y que por lo tanto que en ningin caso pueden haberes encon 

trado disfrutando propiedad comunal". 

"3e llega al fin, aja conclusión de que la ca-

pacidad o personalidad de los doleos de población en materia - 

ejidal,debe buscarse por caminos distintos de la propiedad coma 

nal del Maleo y de su categoría politice y adminietrativa". 

"La determinación de loe elementos de la perso-

nalidad se logrará, buecíndolos en el Maleo mismo; en sus ca-

racteres intrineecos como unidad de población; como corporación 

de población sigan loe términos del testo constitucional; coso-

poblado en una palabra (30). 

Por nuestra parte, recogemos y aceptamos los -• 

principios delineados por Pasud: en las anteriores observado• 

nes, puesto que creemos que mantienen vigencia en la interprete 

clan jurídica de la norma básica de que se trata y, desuso co-- - 

rrespondientee disposiciones reglamentarias actuales. Primero,- 



43 

porque la acabéis dotatoria ha conservado e incrementado su Inde-

pendencia en relación a la restitutoria y segundo, en considere. 

cidn a la difícilmente integrada pero actualmente indispensable-

categoría jurídica del Maleo de población ejldal, como persona-

jurídica específica de nuestro Derecho Agrario. 

Le parte final del párrafo que se analiza deter-

mina que los bienes agrarios con que se dota a los nicleos de po 

t'ad6:1 rural, serán tomados, aunque doblé decir expropiados, de 

las propiedades inmediatas, "respetando siempre la pequeda pro--

piedad agrícola en explotación". 81 término inmediatas, de una -

vaguedad tal que permitirla précticamente cualquier interpreta--

cié:1, ha sido delimitado por la legislación reglamentaria y sub-

siste en la vigente, en lo que coadnmente se conoce como "radio-

legal de afectación" que comprende 7 kilómetros. Sin embargo, a-

consecuencia de notorias deficiencia del Código de la materia, - 

la interpretación se torna problemdtioa cuando se treta de preci 

sar por ejemplo, cuál es el punto del lugar donde se encuentra -

establecido previamente ol ndcleo solicitante, a partir del cual 

se inicia el cómputo del referido radio de afectación leal, o -

en otro sentido, cuando es el caco de precisar el punto con cuya 

coincidencia en cuanto a un predio afectable ae determine la Chi 

cacidn de date dentro del repetido radio de afectación. A este -

respecto, la práctica administrativa, realiza una amplísima in--

terprotadén a favor de loa intereses ejidales, considerando co-

mo referencia inicial para dicho cdmputo, por una parte, ctualquia 

ra de loe estrenos del nécleo de población »licitante, o cual-

quiera de loa extremos del predio presunto afectable, 
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CAPITULO III 

ESTUDIO EXEGETICO Y CRITICO DE LOS PROCEDI-

MIENTOS AGRARIOS ESTABLECIDOS EN EL CODICIO-

VIGENTE. 

1,. Hely:loa de las normas procesales agrarias con el Sis- 
tema Agrario Constitucional vigente, comprendiendo las 
reformas ocurridas a partir de 1917. 

En el inciso 2 del precedente Capitulo impusimos 

un somero analista de nuestro sistema agrario fundamental, con -

el propósito de establecer las bares conforme a las cuales ope-

ran las normas procesales agrarias; en esa parte de nuestro tra-

bajo el punto central de atención lo ocupó la evolución históri-

ca de nuestra estructura jurídica, pero en dichas lineas dejamos 

señalada la esencia del propio sistema, Corresponde al Capitulo-

que aqui se inicia la revisión del actual Derecho positivo, para 

ello haremos inicial referencia a loa aspectos procesales de las 

principales reformas efectuadas en el articulo 27 constitucio---

nal. 

El ano de 1931 pudiera ser llamado como crucial-

para el Derecho procesal agrario. Para esa época, las experien-

cias obtenidas en la ejecución del artículo 27, de la Ley Agra-

ria y de los respectivos ordenamientos reglamentarios, había de- 
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mostrado algunas de las principales omisiones y deficiencias --

que tal sistema jurídico ofrecía en la prActica; en esto senti-

do, se consideraron las cuestiones fundamentales relativas a la 

problemAtica del juicio de amparo en materia agraria y las deri 

vadee del articulo 10 de la repetida Ley Agraria, En esas con-

diciones, por reforma constitucional as determinó la improceden 

eta radical del juicio de garantías. 

Para el ano de 1934, la corriente reformista --

volvió a alcanzar al articulo 27, reformado dicho Me introdu—

ciendo un nuevo sistema administratiio agrario al frente del --

cual se colocó a una dependencia directa del Ejecutivo Federal, 

encargada de la aplicación y ejecución de'las leyes agrarias. 

En nuestro campo de estudio, mediante la reforma mencionada se-

reestructuró el aludido precepto, incorporando al mismo la ma-

yoría de las disposiciones procesales que aparecían en la Ley -

del 6 de enero que fue abrogada; sin embargo, no puede afirmar-

se que en esta aboca hayan sido introducidas reformas fundamen-

tales en asteria procesal agraria. Los conflictos originados -

con motivo de limites de terrenos comunales, adquirieron juris-

dicción federal mediante reforma constitucional relativa a la -

fracción VII del artículo 27, el ido de 1937. Esta situación -

prevalece hasta la fecha y en las líneas siguientes nos ocupare 

mos da la expresada fracción. 

PrActicamente tan importante como la reforma de 

1931, puesto que tocó el mismo tema fundamental, la transforma-

ción constitucional sancionada el dio de 1947, entre otros im—

portantes aspectos, restituyó la procedibilidad del juicio de - 



amparo en materia agraria, aunque en forma limitada para la pe-. 

queda propiedad inafectable amparada con certificado de inafect4 

bilidad. Disoutidisima esta reforma, por quienes consideran que 

nuestra máxima institución de defensa constitucional representa• 

un obsticulo para la reforma agraria, significa una decisiva mo-

dificación que prevaleciendo hasta nuestros días ha coadyuvado,-

en nuestra opinión, al mantenimiento del equilibrio entre las --

dos principales formas de tenencia de la tierra que establece el 

sistema agrario constitucional mexicano. 

Resumiendo: el texto vigente del articulo 27 ---

constitucional recogió a grandes rasgos la estructura procesal de 

la Ley de 1915 y ha conservado, seda nuestro criterio, prictica 

mente intacta la Idee original del Constituyente de Querétaro --

por lo que hace a loe procedimientos agrario°. La supresión en. 

una época y el parcial reatablecimiento en otra del amparoagra--

rio, han obedecido a corrientes ideológicas y económicas aparen-

temente opuestas, pero a nuestro juicio reflejan un proceso de -

ajuste de la estructura jurídica procesal con la realidad socio-

económica de México, manifestándose siempre la fundamental, la -

decisiva función que el procedimiento dm:empella en la actualiza-

ción del Derecho. 
Veamos ahora pormenorizademente las disposicio- 

nes de carleter procesal y las directamente vinculadas 	esta- 

materia que el actual texto del articulo 27 constitucional pre--

santa: 

1.4. ■o repetiremos lo ya expuesto en cuanto a --

los pArrafos primero, segundo y tercero del aludido precepto, -. 
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sino que recordaremos simplemente la trascendental fuman de los 

mismos en el *sapo propio de ~etre Investigación, anotando, --

adiado, que los aludidos parre:os mantienen en la glotona Proas - 

sal el texto y el sentido originalmente sancionados en 1917. 

A diferencia de los repetidos pirrabas, material 

mente el resto del multicitado precepto constitucional ha sido 

objeto de reacomodos, reestructuraciones y algunas fundamentales 

reformas, como podrá verse en los textos juridloos contenidos en 

loa epigrofea siguientes. 

• Be- Fracción VII... 'Son de jarisdic~. 

alón federal todas las cuestiones que por limites de terrenos co 

munales, cualquiera que sea el origen de éstos, se hallen pan- - 

dientes o se susciten entre dos o más doleos de poblando. El -

Ejecutivo Federal se evocaré al conocimiento de dichas *with - 

nes 1 propondrd a los interesados la resolución definitiva de ••• 

las mismas. Si estuvieren conformes, la propongan del Ejecuti-

vo tendrá fuerza de resolución definitiva y ser& irrevocable; ea 

caso contrario, la parte o partes inconformes podría renegarle. 

ente la Suprema Corte de Justicia de la Nacida, sin perjuicio de 

la ejecución inmediata de la proposición presidencial. 

La ley fijaré el procedimiento breve conforme al 

cual deberán tramitares las mencionadas controversiaa's 

C.• Fracción VIII. -Se declaran nulas: 

a).- todas las enajenaciones de titirita, aves y 

montea pertenecientes a los pueblos, rancherien, congregeciones. 

o comunidades, hechas por los jefes políticos, gobernadores de • 

loe Estados, o cualquiera otra autoridad local en contravsusida- 



a lo dispuesto en la ley de 25 de junio de 1856 y demás leyes y 

disposioiones relativas; 

b).. Modas las concesiones, composiciones o ven 

tata de tierras, aguas y montes, hechas por las Secretarias de -

Fomento, Hacienda o cualquiera otra autoridad federal, desde el 

die primero de diciembre de 1876, hasta la fecha, con las cua—

les se haya invadido y ocupado ilegalmente los ejidos, terrena 

de coman repartimiento o cualquiera otra clase, pertenecientes-

a los pueblos, rancherías, congregaciones o comunidades y M—

alees de poblacidn; 

c).- Tbdas 1014 diligencias de apeo o deslinde,-

transacciones, enajenaciones o remates practicados durante el -

periodo de tiempo a que se refiere la freccidn anterior, por --

compañia., jueces a otras autoridades de los botados o do la --

Federacidn, con los cuales se hayan invadido u ocupado ilegalmin 

te tierras, aguas y montes de loe ejidos, terrenos de coman re-

partimiento o de cualquiera otra clase pertenecientes a doleos 

de población. 

Quedan exceptuadas de la nulidad anterior, dni-

cemente les tierras que hubieren sido tituladas en loe reparti-

mientos hechos con apego a la Ley de 25 de junio de 1856 y po--

celdas en nombre propio a titulo de dominio por ida de diez — 
aros cuando su superficie no exceda de cincuenta hectáreas; 

D 	»acolan U.- La diviaidn o reparto que se 

hubiere hecho con apariencia de legitima entre loa vecinos de «. 

algán núcleo de poblacidn y en la que haya habido error o vi•-• 

cío, podrá ser nulifieeda cuando ad lo soliciten las tres cual 
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tes partes de los vecinos que satén en posesidn de una cuarta--

parte de los terrenos nateria de la divisiod, o una cuarta par-

to de los alanos vecinos cuando estén ea posesión de les tres--

cuartas partes de loa terrenos. 

21.- La treeciénEI del repetido articulo arel: 

una Dependencia directa del Ejecutivo Federal encargada de la - 

aplicacién de las leyes agrarias; un Cuerpo Consultivo Agrario; 

Comisiones Agrarias Mistas en las Entidades Federativas; Coal--

té& Particulares Ejecutivos de los Mama solicitantes; y Coal 

seriados ejidales por cada uno de los Maleo* de régimen ejidal 

Las fracciones III y XIII, establecen acerca de su actuación y-

funciones las normas procesales siguientes, 

11...III.dess solicitudes de restituida o dota-

cidn de tierras o aguas, se presentaran en loa Estados y Terri.. 

torios directamente ante los Gobernadores. 

'Los Gobernadoras turnaran las solicitudes a --

lao Comisiones Mixtas, las que substanciaran loe expedientes en 

plazo perentorio y emitiría dictasen de las Comisiones Mixtas y 

ordenaran que .se dé posesión inmediata de las superficies que 

en su concepto procedan. Loa expedientes penarán entonces al --

Ejecutivo Federal pare su resoimidn. 

°Cundo los Gobernadores no cumples coa lo orde 

aedo ea el parreta anterior, Metro del plazo perentorio que fi 

je la ley, se considerara desaprobado el dictamen de las Cosi--

alones Mixtos y se turnara el expediente inmediatamente al lie.» 

elativo Federal. 

11/averesszente, cuando las Comisiones Mixtas no- 



formulen dictamen en plazo perentorio, los Gobernadores tendrén 

facultad para conceder posesiones en la extensidn que juzgue -

procedente;" 

dependencia del Ejecutivo y el 

Cuerpo Consultivo Agrario dictaainarín sobre la aprobacidn, rec 

tificacién o modificacidn de los diodmenea tonal:ledo:1 por lea.» 

Comisiones Mixtas; con las modificaciones que hayan introducido 

los Gobiernos locales, se informaré al ciudadano Presidente de-

la Espabiles, para que éste dicte resolución como suprema auto-

ridad agraria; 

Po• Eh le frecoidn XV se limitan las funciones. 

de los citados organismos y autoridades, en la romea siguiente: 

11...XV.4as Comisiones Mixtas, los Gobiernos lo 
cales y las damas autoridades encargado de las tramitaciones -

agrarias, no podría afectar, en ningén caso, le poquefta propie-

dad agricola o ganadera en explotación; e incurriría en respon-

sabilidad, por violaciones a le Conatituoién, en caso de conce-

der dotaciones que la afecten." 

0.. La situscidn de los particulares en los pis 
oedImientos de tierras, se determina en la tracción XIV, de la-

manera siguiente: 

"...XIV.-Los propietarios afectados con resoles 

cienos dotatories o restitutorias de ejidos o aguas, que se be-

biesen dictado en favor de los pueblos, o que ea lo futuro se -

dictaren, no tendría nimbe derecho ni recurso legal ordinario, 

ni podrén promover  el jalde de amparo. 

"Los afectados son dotación, tendrIn solamente. 
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el derecho de acudir al Gobierno Federal para que les sea paga-

da la indennisacidn correspondiente. Este derecho deberán ejes 

citarlo los interesados dentro del plano de un año, a contar --

desde la fecha en que se publique la resolucida respectiva en -

el Diario Oficial" de la Federación, Fenecido este tirmino, -- 

ninguna reclamacida sera admitida. 

"Loe dueños o poseedores de predios agrícolas o 

ganaderos en explotación, a los que se haya expedido o en lo la 

tuco se expida, certificado de inafectabilidad, podría promover 

el juicio de amparo contra la privasidn o afectacidn agraria --

ilegales de sus tierras o aguas"; 

E.- Respecto a los bienes agrarios resultantes-

de procedimientos restitutorio, dotatorio o de creación de nue-

vos centros de población, se estipula en la fracción XVI que: 

"...XVI.- Las tierras que deban ser objeto de 

adjudicación individual, debería fraccionaras precisamente en -

el moeento de ejecutar las resoluciones presidenciales, confor-

me a las leyes reglamenteries;" 

Fracción XVII.- "El Congreso de la Unión y - 

las Legislaturas de los Estados, en sus respectivas jurisdicdo 

nes, expediría leyes para fijar la extensión máxima de la pro--

piedad rural; y para llevar a cabo el fraccionamiento de los -- 

excedentes, de acuerdo con las siguientes bases: 

a).- Ha cada Estado, Territorio y Distrito Fedi 

ral, se fijar! la extensión alta de tierra de que pueda ser--

dueño un solo individuo o sociedad, legalmente constituida; 

b).. El excedente de la extensión fijada deber& 



ser fraccionado por el propietario en el plazo que seftalen las 

leyes locales, y las fracciones serán puestas a la venta en --

las condiciones que aprueben los Gobiernos, de acuerdo con las 

mismas leyes; 

o).- Si el propietario se opusiere al !reacio. 

naniento, se llevaré éste a cabo por el Gobierno local, median 

te la expropiación; 

d).- El valor de las fracciones será pagado --

por anualidades que amorticen capital y rédito, a un tipo de -

interés que no exceda de 3% anuil; 

Los propietarios estarin obligados a real 

bir bonos de la Deuda Agraria local para garantizar el pago de 

la propiedad expropiada. Con este objeto, el Congreso de la --

Unión expedirá una ley facultando a los Estados para crear su-

Deuda Agraria; 

f).- Ningdn fraccionamiento podrá sancionares. 

sin que hayan quedado satisfechas las necesidades agrarias de-

los poblados inmediatos. Cuando existan proyectos de fracciona 

miento por ejecutar, los expedientes agrarios seria tramitados 

de oficio en plazo perentorio; 

E)..- Las leyes locales organizarán el patrimo-

nio de familia, determinando los bienes que deben constitulr/o, 

sobre la base de que será inalienable y no estaré sujeto a em-

bargo ni a gravamen ninguno; y 

:oa 	Si declaran revisable* todos los- 

contratos y concesiones hechos por loe Gobiernos anteriores --

Asede al a& de 1876, que hayan traído por consecuencia el so* 
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paramiento de tierras, aguas y riquezas naturales de la Nación, 

por una sola persona o sociedad, y se faculta al Ejecutivo de -

la Unioh para declararlos nulos cuando impliquen perjuicios --

graves para el interós pdblico," (31), 

2.- Consideraciones científicas de cartoter general --- 
acerca de la estructura de los procedimientos agra-
rios en el Código de la Materia. 

Niceto Alcal& y libtor Fix Zamudio han adverti-

do acarea de la verdadera confusión distributiva que afecta la-

estructura del Código Agrario, por cuanto las normas procesales 

se encuentran diseminadas en el mismo ordenamiento, prdcticamen 

te en sus diversas secciones. 

Por otro lado, los mencionados especialistas --

han llamado nuestra atención acerca de la existencia de verdado 

ros procesos agrarios y de adltiples procodimientos de la mate-

ria que asumen un carácter mis bion administrativo; recuérdese-

al efecto la distinción entre las categorías jurídicas de proce 

so y procedimiento. Como proceso agrario típico podríamos citar 

al efecto, la dotación ejidal y el juicio de inconformidad do -

bienes comunales, y como procedimiento cabria mencionar al reto 

rente al otorgamiento de inafectabilidades presidenciales agra-

rias. 

Fix Zamudio ha resumido los principios formati-

vos referentes a la estructura del proceso agrario, en los pun-

tos siguientes: 

a) Carácter administrativo de la autoridad ante 

la que ea proaum. 
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b) Carácter tutelar o proteccionista. 

o) Preponderancia del principio inquisitorio --

con amplios poderes para la investigación y facultados en la di 

recoión del proceso por la autoridad agraria. Acción de orga-

nismo impulsor en función de intereses sociales: Procuraduría -

Agraria. 

(1) En términos Carnelutianoa: Composición equi-

tativa del litigio, dando preferencia a la equidad sobre la es-

tricta formalidad legalista. Tendencia a la igualdad real ante 

la laye 

e) Ausencia general de formalidades. Liberali-

dad en la prueba, salvo reglamentación expresa. 

f) Liberalidad en la promoción tanto para las--

partem como para las autoridades agrarias. Loe términos o pla. 

zos preclusivos, así como los términos probatorios, se prescri-

ben excepcionalmente y sólo por disposición expresa. 

El propio autor hace un análisis comparativo en 

tre el procedimiento laboral y el procedimiento agrario, sena--

lando similitudes en la inspiración y objetivos sociales de am-

bos: sin embargo, afirma, quo el principio inquisitorio y la 

composición equitativa presentan caractéree más acentuados en -

el procedimiento agrario (32). 

Para precisar el tema de que aquí se trata, ore 

amos indiapenaable recurrir a lea opiniones de Alcali-Zamora y. 

Castillo, quien señala que lo que caracteriza al litigio agra—

rio es, indudablemente, su impregnación social, aclarando, el -

propio autor que en su concepto "cuando el calificativo de so-- 
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Qin se aplica a un ordenamiento jurídico, se quiero expresar -

mediante su empleo una actuación marcada -una dosis más fuerte-

diríamos de los determinantes no adlo sociales sino también ca-

si siempre 'condoleos en la aolucidn de cuestiones quo, do no--

mediar ellos, serian puramente jurídicos". Así, el litigio ---

agrario...15*re social cuando en un medio dado se produzca en -

cadena respecto de personas a quienes afectan unas mismas condi 

cienes de vida". Sigan el propio tratadista son dos las deter-

minantes sociales del litigio agrario: "protsccidn al débil y - 

serie o ceden" de conflictos atinentes a una categoría". Sin em 

Urge, no todos los litigios calificables de agrarics presenten 

dicho carictor social y, como advierte el propio autor, son de-

un contenido muy diverso (33). 

Atendiendo al carActer administrativo de las au 

tendidas que intervienen en el procedimiento agrario, deben te 

morse presentes las consideraciones formuladas al respecto por-

los publicistas Carrillo Floreo, Fraga y Sorra Rojas, tanto en-

lo relativo a las modalidades tradicionales del procedimients -

administrativo, cono en lo que se refiere a los imperativos ju-

rídicos establecidos constitucionalmente en los artículos 14  y-

16 de la Carta Magna, acerca de la garantía de audiencia, compo 

tenia de la autoridad administrativa y el derecho al debido --

proceso legal. 

Geblno Praga, sa se Derecho Administrativo, se-

ñala gest "II procedimiento administrativo tendrá que ser, ol--

quo resulte de le conciliación de les exigencias del interés peí 

blico y las del interés privado, y en el podría coexistir forma 
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lidados que sólo tiendan a la conservacidn del buen orden admi-

miatrativo con aquéllas establecidas como garantía do los ~b-

obea do loa particulares"; asi pues, el legislador ordinario --

puede organizar el procedimiento administrativo esperándose do-

los moldee que existon en meterla judicial y adaptar dicho pro-

cedimiento a los diversos actos que sean su culminacidn, de tal 

manera, que en vez de un sólo tipo de procedimientos achinistra 

tivo, existan todos los que la necesidad aconseje, tal como oca 

rro en el mismo procedimiento judicial, pero teniendo todos ---

ellos un limite hico, el de que se cumplen las formalidades --

esenciales de que habla el articulo 3i Constitucional" (34). Co 

mentando los principios marcados por el Lic. Narciso Bassole, -

en su obra La Nueva Ley Agraria, el publicista Frnga, distingue 

loa sigaiuntes requisitos fundamentales del procedimiento agra-

rio, asi: 10. Que el afectado tenga conocimiento do le inicia--

cidn del procedimiento, del contenido de la cuestión que ve a . 

debatirse y de las consecuencias que es producirán en caso de--

prosperar le. acción intentada y que se le dé oportunidad de pro 

sentar sus defensas; 2.«. Que se organice un sistema de comproba 

alón en forma tal que quien sostenga una cosa la demuestre, y -

quien sostenga lo contrario pueda también comprobar su voraci—

dad; 3.- quo cuando se agote la tramitación, se d6 oportunidad-

a los interesados para presentar alegaciones, y 4.• Por QUIN°. 

que el procedimiento concluya con una resolución que decida so-

bre las cuestiones debatidas y que, al mimo tiempo, fije la — 

forma de cumplirse (35), 	' 
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3.- Faegeais del Libro Cuarto del Código Agrario de 1942, 
sobre Procedimientos Agrarios. 

A efecto. de una presentación sintética del tema 

comprendido en °ate inciso, el profesor ~ex Alfaro recurre -

al siguiente esquema: 

LIBRO CUARTO: PROCMINIENTOS AGRARIOS. 

Titulo primero: Restitución y dotación de tie--• 

rras y aguas. 

Capitulo I.-Disposiciones coaunes a restitución - 

y dotación de tierras y aguas. Arta. 217 al 224. 

Capitulo II.-Restitución de tierras, bosques y - 

aguas, articulo. 225 al 231. 

Capitulo III.-Priaera instancia para dotación de 

tierras, articulo. 232 al 249. 

Capitulo IV.-Segunda instancia para dotación de- 

tierras. Arta. 250 al 263. 

Capitulo V.-Dotación de aguas, articulo. 264 al«. 

269. 
Capitulo VI.-Ampliación de ejido., articulo 270. 

Capitulo VII...Nuevos centros de población agrico 

la, articulos 271 al 277. 

Titulo Segundo: Percutas, fusión, división y ex-

propiaciones 'Males. 

Capitulo I. Perautas do bienes ejidales, articu-

los 278 al 281. 

Capitulo II. Fusión y división de ejidos, articu 



6o 

loa 282 al 285. 

Capitulo III.-Expropiación de bienes ejidales,.. 

articulo. 286 al 291. 

Titulo Tercero: Inafectabilidades. 

Capitulo I. Propiedades inafectables, artículos 

292 al 294. 

Capitulo II. Concesiones de inafeotabilidad ga- 

nadera, articuloa 295 al 301. 

1 • 
	 Titulo Cuarto: Nulidad de fraccionamientos. 

Capítulo Unico. articuloa 302 al 305. 

Titulo Quinto: Titulación y deslinde de bienos- 

comunales. 

Capitulo I: Titulación de bienes comunales, ar-

ticulos 306 al 313. 

Capitulo II: Primera instancia para los conflic 

tos por limites de bienes comunales, artículos 314 al 322. 

Capítulo III: Segunda instancia para los con— 

flictos por limitas de bienes comunales, artículos 323 al 333. 

Titulo Sexto: Registro Agrario Nacional. 

Capitulo Unico: artículos 534 al 340. (36). 

De una observación general respecto del conjun-

to normativo citado, encontremos que en el mismo se organizan -

diversos tipos de procesos agrarios, los que para Fix Zamudio - - 

son los cuatro siguientes: 

a).. El proceso ejidal, ollaico y original, con 

dos vías fundamentales: La restitutoria y la dotatoria que daten 

de la Epoca Colonial y reaparecen a partir de la Ley de 1915.-- 
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Este tipo de proceso comprende asimismo a la ampliacidn y a la-

creacidn de nuevos centros de poblacidn. 

b).- Conflictos individuales de privación de de 

rechos agrarios ejidales, regulado. conforme al artículo 173 -• 

del Código Agrario y su Reglamento del 15 de noviembre de 1950, 

o).- Conflictos por limite. de bienes comuna/Lea, 

regulados por los articulo. 314 y siga. del Código Agrario y en 

forma supletoria por el Código Federal de Procedimientos Civi—

les. 

d).- Proceso relativo a conflictos laborales --

agrarios, estructurado por los articules 190 y siga. de la Ley-

Federal del Trabajo (37). 
Estamos en lo general de acuerdo, con la Will 

cacidn y clasificacidn que el autor citado expone en la forma -

expresada; ahora bien, lo que al ha escapado completamente a la 

consideración del repetido especialista es materialmente todo -

lo relativo a procedimientos como el de organización y nombra--

miento de comIsariados ejidales, los relativos a zonas de urbib» 

nizacidn ejido]. y lo. referentes a inafectabilidadea agrarias,-

entre otros. 

Con las sumarísimas observaciones anteriores, -

creemos que puede entrarme de lleno al estudio exegetico del re 

pitido Libro de Cddigo de la materia, considerando loa seia Ti- 

tulos que lo integran y los respectivos Capítulos. 

El Titulo primero comprende los procedimientos.,  

'relativos a restituchin y dotación da tierras y aguas y aegdn 

puede verse en el esquema que se ha insertado en lineas entono 

res, se inicia con un Capitulo de orden general que contiene 
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disposiciones que abarcan a los dos procedimientos de que se --

trata. Conforme al propio Capitulo la restitución y la dota—

ción se desarrollan en dos instancias, siendo la segunda de ca-

rácter forzoso en la que resuelve definitivamente la primero. --

autoridad agraria. 

Durante su primera fase, loe procedimientos men 

<donados, se inician 7 desenvuelven en la misma forma: Se pre—

senta la solicitud correspondiente ante el Gobernador del Esta-

do a cuya jurisdicción pertenezca el nicle° de población solioi 

tante, sin que para ello sea necesario satisfacer más requisito 

que el de formular una solicitud escrita en la que cuando zopo; 

se exprese la intención de promover la acción respectiva. Arti-

cules 217 y 218. Dichas disposiciones, como puede apreciarse,-

desarrollan los principios constitucionales a que ya hemos he--

cho alusión, por cuanto proveen la intervención de loe titula--

ros de los Ejecutivos Locales y la de las Comisiones Agrarias -

Mixtas. Estos órganos se evocan a la instrucción de los expe--

dientes relativos en la primera instancia. 

Mendieta y ~ex recoge en su obra "El Problema 

Agrario de México", la critica originada por la relativa lenti-

tud que ha ocasionado la intervención de los gobernadores en la 

primera instancia de los procedimientos indicados; pero el pro-

pio autor toma en cuenta que el Código de la materia establece-

determinados plazos que al fenecer, determinan la resolución ti 

cita relativa y la prosecución forzosa del expediente en segun-

da instancia (38). 

La solicitud de referencia, debe publicarse en-

el periódico o gaceta oficial de la Entidad Federativa corres-. 



63 

pondiente y surte efectos a partir de dicho acto, contra los --

propietarios de los predios afectables ubicados en un radio le-

gal de siete kilómetros, considerado a partir del núcleo de po-

blación solicitante. El articulo 220, en su seguido párrafo, es 

tipula adonde que las Comisiones Acrarias Mixtas deben notifi-

car a los propietarios do tierras o aguaa afectables, mediante-

oficio que se dirija al casco de la finca, En el caso a que --

alude el articulo 219, la doble vía ejido', el articulo 221 es-

tablece que se haré una nueva notificación e los presuntos afee 

El articulo 222 establece que la tramitación de 

loa expedientes do dotación o restitución de aguas so ajustart-

e lo preceptuado para las dotaciones y restituciones de tierras, 

si bien con las modalidades correspondientes. 

Los mandamientos de los Ejecutivos Locales, din 

pone el articulo 224, deben satinar las superficies y los linde 

ros de los terrenos reivindicados, en caso de restitución, pre-

cisando las condiciones que guardan conforme a lo dispuesto por 

el articulo 227. En caso de dotación, las resoluciones do que-

se trata deben Miela, la extensión total y la clase de les ti_ 

rras concedidas, ami coso la distribución de la afectación en—

tre las fincas que hayan de soportarla, las unidades de dota--

cidn que se constituyan y el ndaero de individuos cuyos dere—

chos se dejan a salvo, en su caso, y las superficies destinadas 

a usos colectivos y a la parcela escolar. 

A las Comiaiones Agrarias Aixtas correspon-

do realizar una serle dm investigaciones, trabajos y estudios 

técnicos. En caso de restitución: identificación de linderos,- 



614 

planificación en que aparezcan las propiedades inafectables; --

formacidn del Censo Agrario correspondiente; informe explicati-

vo sobre los datos anteriores, clase de tierras, ato. El Censo-

lo forma una Junta Consal integrada por un representante de la-

Coniziodn Agraria Mixta y uno del nácleo de población solicitan-

te. 

En caco de dotación, ol Censo es agrario y pe—

cuario; la Junta Censal se forma con un representante de la Co-

misión Agraria mixta, director de los trabajos, uno de los pro-

pietarios y otro de los solicitantes. Si no se logra el nombra-

miento o le concurrencia del representante de los presuntos 

afectados, puede funcionar la junta con los otros dos represen-

tantes. 

La Comisión Agraria Mixta levanta un plano deta 

liado para conocer: la zona ocupada por el caserío, la de torre 

nos comunales, las propiedades inafectables, los ejidos defini-

tivos y provisionales que existan dentro del radio de afecta—. 

sida y las porciones de las fincas afectables, en la extensión-

necesaria para proyectar el ejido. 

Para complementar el plano, la Comisión Agraria 

Mixta recaba datos sobre "ubicación y situación del Maleo peti 

clonarlo, extensión y calidad de las tierras planificadas, cul-

tivos principales, producción media, condiciones agronoldgicasr 

climatológicas y económicas de la localidad. atensidn, condi—

ciones catastrales y fiscales de las fincas afectables, compró• 

hadas con los certificados correspondientes del Registro Pdblle 

co de la Propiedad" (39). 

É1 articulo 219 estipula que adn en el caso de. 
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que la solicitud sea de restitución, paralelamente al expedien-

te de esta clase Be seguiré de oficio un procedimiento dotato--

rio, en previsida de que la restituida resulte improcedente; a 

esta institución procesal agraria se le llama doble vía ejidal-

y ha contribuido, en una larga época, a la satisfaccidn de las-

necesidades agrarias, 

Restitución de tierras, bosques y aguas (Cá 

pítalo II del Título Primero), 

La reetitucidn, como es evidente, presupone un-

acto desposesorio de los bienes correspondientes; en esa virtud, 

el señalamiento y la prueba de esta situacidn jurídica tontita 

yen una parte fundamental en el procedimiento relativo, Para --

ello, se estipula el señalamiento de los predio■ despojados y -

la presentacidn de loe títulos y otros documentos correspondían 

tes. En los artículos 225, 226 y 227, previéndose en éste QUI 

me los trabajos quo al respecto desarrolla la Comieidn Agraria-

Mixta, tanto en materia administrativa como técnica. 

La doble vis ejidal, se complementa précticamen 

he en el artículo 228 del Capitulo relativo a restitución. 

El articulo 229 establece plazos relativos a la 

formulación de dictamen por la Comisión Agraria y a la expedi--

cidn del mandamiento provisional por el gobernador; el propio -

precepto dispone que las omisiones en que incurre la autoridad-

de referencia o el organo instructor citado, tendrán como resol 

tacto la resolución tiene relativa y le posibilidad de dictar--

resolución sin el dictamen de la Comisión, respectivamente. é -

este respecto, Hinojosa Ortiz observa lo siguiente; "Si la Coq 

sidn Agraria no dictamina en el plazo de cinco días, ol Comité- 
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de ese dictamen. SI «ex diem después de dictaminado el expe--

diente el gobernador no resuelve, el Comité Ejecutivo Agrario -

debe dirigirse al Jefe del departamento pidiendo que, con funda 

mento •n este articulo considere el asunto resuelto negativamon 

te en primera instancia y pida el expediente para que se trami-

te la segunda (40). 

La segunda instancia del procedimiento que se -

estudia, se desarrolla primeramente en las oficinas centrales -

del Departamento de Asuntos Agrarios, pasando enseguida el expe 

diente al Cuerpo Consultivo Agrario, el cual emite dicteaen al - 

respecto y lo somete a la consideración del Primer Magistrado--

de la Repáblica, para resolución definitiva, contera. al artiou 

lo 250e 

Ademla de la llamada doble vi* ejidal, oumplien 

do las funciones sociales que inspiran a nuestro Derecho Agra-

rio, el articulo 231 dispone que en el caso de insuficiencia de 

los bienes restituidos con relación a los beneficiarios, debe -

tramitaras, do oficio una dotación complementaria. 

De • Dotación y emplisolén de tierras y aguas --

(Capitules III, IV, V y VI del Titulo Primero). 

La regulación del procedimiento dotatorio se --

subdivide en tres capítulos, relativos a la primera y segunda--

instancias correspondientes y a la dotación especifica de recur 

sos hidráulicos, respectivamente. A estos Capitules puede MI-

cionárseles el estudio del Capitulo VI, porque en el mismo, en-

un sólo articulo se regula la ampliación ejidal, misma que es--

asimilable a la estructura y funcionamiento de la dotación eji- 
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dal, con la sola excepción del presupuesto jurídico que en la 

ampliacidn implica la existencia previa do un nacleo de probla-

cidn ya dotado. 

Tanto la dotación como la ampliación ojidales -

se subdividen en dos instancias, con una aeGunda en la que se--

dicte la resolución definitiva correspondiente. En la primera-

de batas, intervienen, dentro do sus correspondientes stribuclo 

nes, el gobernador del Estado y la Comisión Agraria Mixta co—

rrespondientes. El Capitulo III del Titulo Primero que analiza 

mos, regula esta primera fase procesal. El articulo con que se 

inicia el. Capitulo de referencia, articulo 232, eetiplle que --

una vez publicada la solicitud relativa, la Comisión Agraria --

Mixta debo proceder a efectuar los trabajos censales, topogrAfl 

con e informativos, comprendiendo datos relativos a la región,-

tincas afectables, régimen de propiedad, condiciones asronómi--

cal relativas, etc. 

Los articulos 233, 234 y 235 desarrollan el pro 

cedimionto relativo al censo agrario y pecuario a que alude la-

fracción I del articulo 232. 

Una situación de singular importancia se provee 

en el articulo 236, en el cual so dispone que on el aneo de que 

surja, durante la primera instancia, un problema relativo a la-

nulidad o invalides de la división o fraccionamiento do une pro 

piedad, la Comisión Agraria Mixta, antes de emitir su dictamen, 

debe poner en conocimiento del Departahw!-c de Asuntos Acrerios, 

la cuestión, proporcionando toda la informactón relativa, a ---

efecto de que, previas las investigaciones del caso, el propio-

Departamento resuelva lo procedente. De donde, en un asunto de 
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tal importancia, se reducen considerablemente les facultades --

de la Comisión Agraria, dejando expresamente la decisión del ca 

so al Departamento del Ramo, aunque el precepto de marras, no -

precisa qaé oficina o dependencia del mismo es la avocede para-

estas cuestiones. 

Respecto de la indicada situación jurídica, re-

sulta interesante ol comentario expuesto por Hinojosa: "Este ar 

ticulo as refiere a una cuestión muy importante: la afectación-

de latifundios simulados que teórica y legalmente aparecen c0.. 

mo varias pequeñas propiedades pero que, en realidad, pertene- - 

con a una sola persona oncuyo favor se concentran los benefi---

oios derivados de la explotación de los mismos. En estos casos 

la gran propiedad puede ser antigua y haberse ocultado mediante 

un fraccionamiento simulado en el que se titulan las fracciones 

de superfioise /nate:atables a parientes, amigos, empleados, aor 

vidorea u hombres de paja. Puede ser también una gran propio--

dad nueva porque una persona vaya adquiriendo, a nombre de - - - 

otras, diversas pequoftas propiedades cuyo control económico con 

seres. Esta es una nueva forma latifundista que desgraciadamen-

te existe con mayor frecuencia de la que era de esperarse. 

"El ocultamiento y la simulación es un recurso- 

s que han acudido y acudirin los grupos privilegiados cuando se 

trata de hacer efectiva una reforma social. Lo importante es -

combatirlos. 

"Este articulo se relaciona fundamentalmente con 

la óltima fracción del articulo 64 que plantea un problema juri 

dice delicado. Por ello debe sugerir», a los campesinos que en 

estos casos soliciten la ayuda y el asesoramiento legal de las- 
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pesinao  Tales simulaciones pueden destruirse legalmente por me«,-

dio de una sólida prueba presuncional derivada del análisis mino 

cioso de cómo se manejan las tierras, las aguas, las míquinas y. 

equipos, las cosechas, los peones, etc., y de una investigación-

minuciosa de las actividades reales de los "presta nombres" u 

"hombres de paja" que aparecen como propietarios de las friccio-

nes. Debe advertirse que este articulo no puede interpretares en 

el sentido de que sólo el Departamento esti facultado para desea 

brin y desconocer un latifundio simulado. Si se le diera ese al-

cance, seria un precepto inconstitucional. En efecto, el articu-

lo 27 constitucional concede a los Gobernadores facultades para. 
resolver en primera instancia, con plena libertad y reeponisabill 

dad. El Código Agrario al reglamentar la primera instancia hace 

lo mismo. En consecuencia, en un fallo provisional o de primera 

instancia puede y debe desconocerse un latifundio y ordenarme su 

afectación, cuidando atacamiento de dejar bien fundada la existen 

cia de la simulación para evitar el riesgo de afectar auténticas 

pequeñas propiedades. Lo mismo debe hacerse en segunda instan-- 

cia." 
	 i 

Los articulos 237 a 242, se refieren a los pla—

zos dentro de los cuales debera'resolveree o dictaminara(' un ex-

pediente por el Gobernador o la Comisión Agraria Mixta, respecti 

vamente; disponiéndose, en caso de omisión, la resolución tacita 

negativa o la expedición del mandamiento sin el dictamen de la--

Comisión Agraria. 

Eh el articulo 243, del Capitulo indicado, se de 

termina expresamente la posibilidad de que los propietarios pre- 
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santos afectados ocurran por escrito a las Comisiones Agrarias • 

Mixtas, exponiendo lo que a su derecho convenga, durante el ... 

trámite de la primera instancia y hasta antes de que se rinda el 

dictamen relativo al Ejecutivo Local. El propio precepto dispo-

ne, adule, que los alegatos y documentos que se presenten con--

posterioridad a dicha situación, meran enviados al Departamento-

de Asuntos Agrarios para obrar en la segunda instancia. 

Una vea que se ha dictado el mandamiento provi--

atonal con el que debe culminar la primera instancia, el articu-

lo 244 dispone que el Gobernador envie el propio mandamiento a -

la Comisión Agraria Mixta, para su ejecución. En caso negativo,-

la ejecución consiste anicamente en la publicación del mandamica 

to relativo ea el periódico oficial del Estado y en la notifica. 

clan del tallo de que se trata, al Comité Ejecutivo Agrario ante 

rosado y a los propietarios presuntos afectables. En caso posi• 

tivo, la Comisión Agraria Mixta designa un representante encarga 

do de las diligencias relativas; éste convoca al Comité Ejecuta• 

vo Agrario, a los miembros del Maleo de población beneficiado y 

a los propietarios afectados. El articulo 245, dispone que la--

ejecución de un mandamiento provisional, debe hacerse citando .. 

previamente a todos los interesados a la diligencia en que se da 

;4 a conocer el contenido del mandamiento, se deslindarán los te 

rrenos materia de la acción y se nombrará al Comisariado Ejldal-

correspondiente. Este organo de representación y administraológ, 

recibe en el propio acto, la documentación respectiva y los bie-

nes concedidos. La parte final del articulo en cuestión, estila 

la la ejecución del fraccionamiento provisional de las tierras -

de labor recibidas. 
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A semejanza de lo dispuesto por el artiaulo 

130, en el articulo 246, dada la naturaleza provisional do la - 

resolucidn en primera instancia, se dispone quo a partir do la-

diligencia de posesión privisional, se considera jurídicamente-

al núcleo de población, como poseedor de las tierras y aguan con 

cedidas por el mandamiento respectivo. 

Los articules 248 y 249, concluyen el Capitulo-

III, estipulando los plazos quo rueden concederse a loa propie-

tarios afectados, con referencia al levantamiento de cosechas--

pendientes, usufructo de agostadoros y aprovechamiento de a¿uas 

para cultivos pendientes. 

El Capitulo IV del multicitado Titulo, regula--

lo referente e la segundainstancia para dotacioa de tierras. 

Esta se inicia, al recibir el Departamento do Asuntos Agrarios-

el expediente resuelto en primera instancia, para su prosecu---

eldn legal. El artículo 250, dispone al efecto que, en princi-

pio, el Departamento debe complementar en la forma quo el caso-

requiera el expediente que entra en su conocimiento; una vez --

que no tia  perfeccionado el repetido wcrediente, se turna el mis 

mo n1 Cuerpo Consultivo Agrario, el cual, en pleno, emite dicta 

men al respecto. Conforme al dictamen de referencia, se formu-

la proyecto de resolucidn, con el cual se da cuenta al Presiden 

te de la República, quien emite el fallo definitivo. 

De manera similar a lo establecido un le prime-

ra instancia, el articulo 251 establece la posibilidad jurídica 

de que los propietarios presuntos afectados ocurran ante el De-

partamento de Asuntos Agrarios, para presentar pruebas y alega- 



72 

tos, desde que el expediente es recibido por esta dependencia,-

hasta que el Cuerpo Consultivo emite su dictamen. 

El contenido de las resoluciones presidenciales 

sc estipula en el articulo 252, en las partes siguientes: los--

resultandos y considerandos en que se informen y funden; los da 

tos relativos a propiedades afectables e inafectables; los pun-

tos resolutivos, determinando las tierras y aguas que se conce-

den, así como la proporcidn en que cada una de las fincas afee.» 

todas contribuye; las unidades de dotación a constituir, las su 

perficies para usos colectivos, parcela escolar y zona de urba-

nización; el amero y nombre de los individuos dotados, ala co-

mo el de aquéllos cuyos derechos quedan a salvo, y, finalmente, 

loa planos conforme e loa cueles deberá verificarse la ejecu--. 

ción correzpondiente. En cuanto a estos &Utiles y a lea locali 

naciones correspondientes, la parte final del precitado precep-

to, proscribe la modificación de los mismos, salvo el caso de - 

expropiación decretada en los términce del Código de le mate..-.. 

ria. El eleinné de esta disposición, en la parte indicada, ha - 

siao convalidado p r la jurisprudencia de la Suprema Corte de -

Justicia de la Nación. 

Los articulos 253 a 255, inclusivo, se refieren 

el procedimiento de ejecución del fallo presidencial dofinitivo 

que tiene luxar en la segunda instancia. El articulo 254 se re 

fiare, en detalle, a Ile diligencias que debo comprender la eje 

cución de las resoluciones presidenciales que concedan tierras-

por restitución, dotación, ampliación o creación do un nuevo --

centre de población; entre ellas, puedan citarse las siruientas: 
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notificaciones a los ropresententesAel ndcleo de población be—

neficiado y a los propietarios afectados; determinación y locall 

ación de las auperficios laborables, no laborables y de las de-

dicndaa a la parcela escolar y zona de urbanización; determina—

ción de los aguas concedidas; fraccionamiento de las superficies 

parcelables; organización, en su caso, de explotación colectiva, 

determinando los derechos irdividuales do los ejidatarios, etc. 

A efecto de delimitar los bienes concedidos, evi 

tanda asimismo invasiones, el articulo 256 dispone el deslinde 

y cercado mediante esfuerzo conjunto do loe colindantes. 

En loe casos en que se afectan tierras de una --

finca ganadera en explotación, ordena al articulo 257 que si el-

ndcloo do población dotado carece del ganado suficiente pare el.. 

debido aprovechamiento do dichos bienes, podré, concederte al pro 

pietario afectado un plazo, hasta de un año, para la desocupa--.. 

alón conducente. 

El articulo 258 dispone que ante la posibilidad-

de conflicto en torno a la ejecución de dos o mAa resoluciones--

presidenciales de las mencionadas, en virtud de imposibilidad ma 

tonal de entregar la totalidad do lea tierras concedidas, la ...-

preferencia en la ejecución se determinar& conforme al orden cro 

nológico en que cada fallo haya sido dictado; el propio precepto 

agrega que a partir de la segunda de las resoluciones con problo 

ma, las ejecuciones so verificarla conforto a las posibilidades-

nateriales existentes. Ahora bien, el repetido articulo indica, 

ademas, que en el caso de conflicto entre una resolución cuya --

ejecución ha sido concluida y otra pendiente de ejecutar, debe - 



respetarse la posesión definitiva otorgada, quedando la ejecución' 

del fallo o fallos posteriores, sujeta a las posibilidades rea—

les correspondientes. 

Loe artículos 259, 260 y 261 se refieren a la ad 

judicacidn individual do bienes cjidales. El segundo de dichos-

artículos dispone quo una voz que se ha seCalado la unidad co—

rrespondiente a cada beneficiario, debe hacerse entrega material, 

en el terreno, levantando un acta de posesión al efecto. Estas-

diligencias, constituyen el antecedente con el cual el Departa--

mento del ramo procede a expedir loe títulos parcelarios corres-

pondientes, previa inscripción de loe mismos en el Registro Agra 

río Nacional. 

El articulo 263 preves la posible inconformidad-

de los beneficiarios, con la asignación parcelaria que hemos men 

abonado; al efecto, el precepto indicado dispone que los intere-

sados podrán ocurrir, en un plazo de treinta días a partir de la 

entrega de las parcelas, ante el Departamento de Asuntos Agra---

nos, a efecto do que esta dependencia se evoque al problema y -

resuelva al respecto. Ea decir que en la forma indicada se esta-

blece un recurso administrativo, podríamos llamarlo de inconfor-

midad, el bien el mismo no ha sido merecedor de desarrollo algu-

no por la legislación secundaria y los ordenamientos do carácter 

administrativo. 

La dotación de aguas, a semejanza do la de tie-m 

rras, so integra en dos instancias; a ellas se dedica el Capitu-

lo V del repetido Título primero. 

El articulo 264 dispone la intervención en el pro 
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codimionto indicado, de los Ejecutivos de los Estados; el erticu 

lo 265 estipula las diligencias de inspección a ceno de lea Co-

misiones !tunales Mixtas. 

Los razias t6enicee pantorras a las cuales se do-

terminan los recursos hidráulicos que deberán dotarse, so esta--

blecon en el articulo 266. 

Loe artículos 267 a 269, inclusivo, disponen le-

intervención en el propio procedimiento, do la Secretaria de Agzi 

cultura; sin embargo, en esta materia debe *tenderse a lo 

guiento: "en la actualidad, la competencia en materia de aguas «. 

correspondo a la Secretoria de Recursos Hidráulicos. I•a Secreta 

ría do Agricultura y Ganadería, de acuerdo con la fracción IX --

del articulo 9o. de la Ley do Secretarías y Departamentos de Es 

todo sólo tiene facultados para; "programar y proponer la cono--

tracción de muertas obras do irrizacidn y proyectar, ejecutar y 

conservar bordos, cantiles, tajos, abrevaderos y jagüeyes que ---

compota realizar al Gobierno Federal por si o en cooperación con 

los Gobiernos da los Estados, los Municipios o loa particulares; 

Por tanto la referencia que este artículo y los dos siguientes -

hacen a la Secretaria de Agricultura debe considerarse como he-

cha a la de Recursos Hidráulicos". (14). 

Por d'Uno, en la presente sección do nuestro --

trabajo, cabe aludir el Capitulo VI del Titulo que aquí se estu-

dia; en el mismo, conteniendo solamente un articulo, se compren-

do el procedimiento dedicado e la empliacidn de ejidos. Ahora .-

bien, la aparente pobreza del Capítulo de referencia obedece e -

quo la mayoría de las disposiciones referentes a la ampliación - 
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ejidal, en materia de procedimiento, han sido comprendidas en --

los anteriores Capítulos del mismo Título primero, a veces en --

forme expresa y otras, de manera obscura; poro, en términos gene 

ralas, debe quedar aquí sonelado que la ampliación so ventila un 

dos instancias, en las cuales intervienen los mismos órganos y -

autoridades que en loe procedimientos restitutorio y dotatorio. 

C.- Nuevos centros de población agrícola (Capita 

lo VII del Titulo primero). 

El Capitulo citado, también en el Titulo a que -

se ha venido haciendo mención, comprende el procedimiento rafe--

rento a la creación de nuevos centros do población agrícola. En-

el primer artículo del mismo Capitulo se dispone que loa expe---

dientes de esta olase se inician a solicitud de loe interesados, 

previniéndose adonde, que éstos declararán su conformidad expre-

sa para trasladarse al lugar en que se establezca el poblado de-

nueva creación, fui como la decisión de los beneficiarios de --

arraigar en este n/:leo de población. 

Cuando los solicitantes del procedimiento que so 

menciona, son vecinos do un tibie° que ha solicitado dotación o-

ampliación de ejidos, sin quo se haya dictado resolución prosi--

dencial ni se haya otorgado posesión provisional; ol articulo --

273 dispone que loe interesados deberin optar entre proseguir --

"el procedimiento para la creación de un nuevo centro de pobla—

ción o el dotatorio directo" y una vez que se haya expresado una 

u otra situación, se proseguirá la acción que ha sido preferida-

y se suspenderé el otro procedimiento. 

Con propósitos técnicos que no siempre se reali- 
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to del remo verifique estudios aceros de la ubicación que pre---

tende dársele al nuevo poblado, ami COMO la cantidad y calidad--

de tierras, bosques y aguas que debe comprender y las fincas que 

para ello deben afectarse; asimiemo, loe estudios de referencia, 

sigan el citado precepto, comprenderla loa proyectos de urbaniza 

cidn, de eaneesiento y de servicios sociales que se requieran, y 

los costos da transportacida e inatalacida de loe beneficiados. 

A pesar de que el procedimiento quo se estudia--

es de instancia Mica, ea decir que se desarrolla ante les ofici 

mas y dependencias centrales del Departamento de Asuntos Agría—• 

ries, el articulo 275 estipule que los estudios y proyectos for• 

molados conforme al articulo anterior, deben ser enviados el Eje 

cutivo local y a la Desleída Agraria Mata de la entidad en cuya 

juriediccién se proyecte el nese* poblado, con objeto de que ex-

presen su opinión al respecto, en un término de quince dial'. Por 

otra parte, el siseo articulo dispone que simultinesauonte debed 

notificare* con loa datos indicados, a los propietario. priman. - 

tos afectados y a los campesinos interesados para que expresen,-

por escrito, lo que a sus respectivos derecho. convenga. 

Una ves que ha transcurrido los plazos a que als 

de el articulo citado en el párrafo anterior, el articulo alguien 

te, el 276, manda que el Departamento del ramo emita dictamen --

que será elevado a la considereoldn del Presidente de la RepAbli 

ca, a efecto de que esta autoridad dicte la reaolucién correspea 

diente. 
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D.• Permutas, fusión, división y exproplacidn-

de bienes ejidales (Capítulos I a III del Titulo Segundo). 

El Capitulo I del Titulo Segundo se dedica a --

las permutas de bienes ejidales, comprende un reducido ndaero• - 

de articulo. en los que primera/Lenta se estipula que este tipo-

de procedimiento se inicia a instancias de los ndeleos de pobla 

cidn ejidal interesados. 

El articulo 279 del referido Capitulo dispone--

que la conformidad de los poblado. perautentes o interesados en 

el procedimiento que se indica, debe recabarme precisamente en• 

asamblea general que para el efecto se convoque por un represen 

tante del Departamento de Asuntos Agrarios quien, conforme al -

propio precepto, deber& comprobar la existencia de quórum legal 

conforme a los censos relativos y deberi, asimismo, verificar--

si dos terceras partes, por lo menos, de loa ejidatarios ínter, 

sados se pronuncian favorablemente a la permuta de que se tea-. 

te. 
Una ves que se ha recabado la conformidad a que 

se refiere el articulo anteriormente citado, el articulo 280 --

dispone que el Departamento del ramo recabe opinión de la Secre 

tarta de Agricultura y del Sanco Nacional de Crédito Ejidal, -• 

cuando alguna de estas Instituciones opere con un poblado inte-

resado, una ves hecho lo cual la primeramente citada dependen-

cia debe determinar acerca de la conveniencia de aprobar la per 

muta, expresando al efecto la extensión y calidad de tierras, - 

asi como los voldmenes de agua que deben permutarse. La parte • 

final del precepto citado en (litigo lugar, faculta al Presiden- 
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te de la República para dictar la resolucidn definitiva de seto 

procedimiento, previo dictamen sancionado por el Cuerpo Consul-

tivo Agrario. 

Tanto de loa articulo§ de carécter sustantivo -

referentes a la percuta de bienes ejidales, como de los precep-

tos de caricter adjetivo en esta misma materia, se desprende --

quo el Cddigo hace posible dos tipos de percutes: las permutas-

entre núcleos de poblando ejidal y las permutas entre éstos y-

particulares. En la nota relativa al articulo 280, Hinojosa.Or-

tiz, con referencia al primer tipo citado, afirma que en las --

permutas de ejido a ejido lo fundamental ea la conformidad de - 

loe núcleos permutantea; ahora bien, agrega el alano comentarla 

ta, el Presidente de la República como autoridad agraria no se-

encuentra facultado para modificar los términos propuestos por-

loa núcleos de poblacidn, &atoe tienen "libertad absoluta", se-

gún el propio Hinojosa, para concertar los términos de la opera 

alón y las autoridades agrarias no están posibilitadas legalmen 

te para cambiar dicha situando, parcial o totalmente (43). 

Por nuestra parte, creemos de indispensable ne-

cesidad manifestar nuestra critica para la opinidn del mul imi-

tado comentarista, cuyo ejidallamo radical lo lleva al grado de 

predicar una libertad absoluta de los núcleos de poblacidn en - 

el procedimiento de que se trata. Es evidente, pensamos, (pe la 

naturaleza excepcional de la propiedad ejidal y las lialtanedw• 

nos especificas a que so encuentra sujeta no permiten de Manera 

alguna la existencia juridica de una libertad de dicha especie, 

algo bien distinto es que los ejidos que pretenden permutar en- 



tro si, deben ser *acuchados y debidamente atendidos en la pro 

mecido de expedientes dé esta clase, pero la (ática palabiee Go--
rresponderA a la autoridad agraria superior que es el Primer Ma-

gistrado de le Repablice. 

El segundo tipo de permutas que puede ser reali-

zado entre loa nAcleoe de población y loe particulares, cuenta--

con un adío articulo en el Capitulo de que se trata; en dicha --

disposición solamente se establece que los pmcediaientoa de es-

ta clase se regirlo "por los preceptos consignados en este Capi-

tulo, en cuanto sean aplicables". Respecto de esta forme de la-

permuta ejidal, debe tomarse en cuenta la existencia de un regla 

monto que originalmente asignado para regular la administración-

y aprovechamiento del Fondo Coman Ejidal, llegó al extremo de --

transformar y trastornar a esta clase de procedimientos. El re-

glamento de marras, de fecha 23 de abril de 1959, contiene a es-

te respecto loa siguientes dispositivos: 

"Articulo 16, Les permutas de terrenos ejideles - 

por terrenos de particulares procederán y se tramitarán solamen- 

1 	 te cuando, además de cumplirse con lo dispuesto en el articulo-- 
1 

146 del Código Agrario en vigor, se satisfagan los siguientes re 

quintos: 

"1. que no haya, en ea caso, compensación indivi 

dual en efectivo, sino que es trate de cambio de terrenos por te 

rrenos; 

"II. Que el particular ~mutante, bajo la pena-

do reacia!" automática de la permuta y pérdida de los terrenos-

que ontregue, se obligue a destinar los terrenos ejidales que ro 
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alba, precisamente a fines agrícolas, y 

"III. que exista opinión del Comité Técnico y 

de /aversión de Fondos". 

"Articulo 20. En los casos de permutes o expro-• 

piaciones, el derecho individual de los ejidatarlos afectados ee 

limita a recibir una nueva parcela equivalente a la quo tenían. 

"El Comité Técnico y de Inversión de Fondos, con 

apego estricto a las disposiciones de este Reglamento, pode 

acordar que los excedentes en efectivo, correspondientes a una . 

indemnizacidn, se inviertan de preferencia en obras que benefl-• 

cien a los afinaos de población afectados. 

"Cuando las comunidades o sus miembros en parti-

cular se nieguen a ocupar y trabajar las tierras que por compen-. 

aacidn o indemnización les correspondan, perderán todo derecho. 

En este caso, lee tierras se adjudicarén a otros campesinos y el 

efectivo, en caso de que haya Osan remanente o de que las tie-

rras no se hayan adquirido, ingresaré al Fondo Nacional de Fómen 

to Ejido"' para aplicarlo a la realización de sus finos". 

Un comentario mis que creemos conveniente agre-

gar, por nuestra parte, al tema de la permuta ejidal es nuestro-

desacuerdo respecto de la opinión del ilustre Dr. MenUeta y 'A-

nea, cuando afirma que en esta materia, sólo hay una instancia y 

contra la resolución definitiva no existe recurso alguno, "pues-

si las autoridades agrarias jungla inconveniente la permuta, nia 

gua* otra autoridad, ni la judicial por la vía de amparo, puede-

sustituir su criterio al de dichas autoridades, porque se trata-

da cuestiones técnicas que obedecen a un sistema General de ore 



nizacien de loa ejidos que no puede ser nulificado por la deber-

minacidn de peritos partioularee% (4). 

Cierto que en el procedimiento de permuta szista 

una instancia elige& pero de ahí a que no exista ningán recurso -

en contra del fallo relativo, existe una distancia enorme y ésto 

no sólo porque se trate de cuestiones de carácter t6onico, aje-

nas a los "peritos particulares", sino en virtud de que no se en 

cuentra una causa especifica de improcedencia del amparo que, co 

no lo exige la t6cnica de este medio de impugnacién excepcional, 

expreae categóricamente la imposibilidad de acudir al propio jui 

oto en reparaciones de violaciones constitucionales derivadas de 

un procedimiento de permuta irregular, deficiente o ilícitamente 

desarrollado por las autoridades agrarias, cono suele frecuente-

mente ocurrir. Y qué decir, adieta, en nuestra °pinten acerca --

del incuestionable derecho de los ndoleoe de población ejidal pa 

ra atacar por la vía del amparo a las resoluciones presidencia--

les de permuta quo indebidamente, a pesar de una apariencia le--

cal, redunden en un virtual despojo de su patrimonio. Estimanoa• 

pues que loa fallos presidenciales en esta materia, si bien dell 

nativos en le esfera del Poder Ejecutivo o sea en el ramo estric 

tanente administrativo, pueden ser combatidos y, en su caso, con 

firmados o modificados y aran suprimidos jurídicamente en el cam- 
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po judicial federal, como acertadamente observa el maestro Váz— 

quez Airare en sus lecciones de Derecho Agrario, atendiendo,ade- 

mes, por lo que hace a nuestro juicio de cerantias, a las impor- 

tantes reforces en materia de amparo agrario sancionadas el atb• 

de 1963 (45). 



83 

Remos buscado en las recopilaciones especializa. 

das de jurisprudencia, algo que nos permitiese fundar el ente-• 

rio del Dr. Hendiste y Urea, pero no hemos encontrado base al--

gana el respecto; por otro lado, la imorocedencia que en este---

ramo ha sido estipulada a partir de la reforma constitucional do 

1931 y delimitada en la reforma de 1947, no alcanza de manera al 

gura a este rubro del procedimiento agrario, por lo cual corrobo 

ramos nuestro punto de vista. 

El Capitulo II del expresado Titulo Segundo, se-

ocupa del procedimiento en la fusión y división de bienes ejida-

les y de los núcleos de población sujetos a este régimen agra---

rio. A diferencia do la división interna do loa propios bienes -

quo tiene lugar sin que el núcleo de población pierda su unidad-

y su integridad patrimonial, en acezo del parcelamiento o frac 

cionaalento de parcelas ejidales entre loe ejidatarios que inte-

gran el poblado; el procedimiento de división de ejidos al trena 

forma al ndcleo tanto como el procedimiento de fusión, pum en -

la primera situación se escinde un poblado y de él ea desprenden 

dos o mis nécleoe do población, desapareciendo el original, en--

tanto que en el segundo procedimiento surge un poblado también • 

nuevo, constituido con los bienes originales de dos o ads nd----

cleos y que se integre con los miembros de los mismos. En uno y 

en otro caso se organizan nuevas autoridades ejidales. La divi-

eidn o la fusión de ejidos, congenie al articulo 282, pueden ini 

ciares de oficio, por el Departamento do Asuntos Agrarios o a so 

licitud de los ejidatarlos interesados y también por instancias-

del Banco Nacional de Crédito Ejidal que se encuentre operando en 



algán ejido; este articulo estipula asimismo la posibilidad de -

que los expedientes de que se trata se inicien a solicitud de la 

Secretaria de Agricultura, a este respecto conviene anotar que -

la propia dependencia, desterrada virtualmente do los problemas-

ejidales a pesar de que el Código conserva adltiples preceptos--

que a ella so refieren y establecen su intervención, no opera en 

estos casos ni es tomada en cuenta por las autoridades del Dem 

tamento. En este sentido, cabria anotar nuestras observaciones-

a lo asentado en el Problema Agrario de México del Dr. ~dieta-

y Mes, en donde se afirma que en los procedimientos que nos -• 

ocupan participa la repetida Secretaria, cuando sato ya no suce-

de en la práctica, ni en lo relativo a la iniciación del proceál 

miento ni por lo que hace a la opinión que en el articulado rala 

tivo se establece por parte de la repetida Secretaria, en el cuy 

so del procedimiento que se estudia. 

Como la permuta y como la expropiación de bienes 

ejidalea, la fusión y la división do Malees de población 

dal se agotan en una sola instancia a cargo del Departamento de-

Asuntos Agrarios y Colonización, con la participación de la Dele 

gación Agraria correspondiente y de las Direcciones Generales de 

Tierras y Aguas y de Derechos Agrarios del repetido Departmaen--

to. 

E.- Inafectabilidad Agricola y Ganadera, Conce—

sión Ganadera (Capitulos I y II del Titulo Tercero). 

El derecho de inafectabilidad agraria se adbdivi 

de en inafectabilidad agricola e inafectabilidad ganadera, con--

formo a lo estipulado por el articulo 27 constitucional reforma- 
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do. Por otra parte, el Código de la materia establece una figu-

ra más en el ramo ganadero que siendo un derecho de carácter tem 

poral, sujeto a un tórmino fijo de veinticinco anos, recibe la -

criticada denominación de concesión ganadera; asta, a diferencia 

de la inafectabilidad ganadora permanente a la que se refiere de 

manera expresa el citado precepto fundamental, si bien puede ---

abarcar una superficie considerablemente.mayor ee encuentra cruje 

ta a un régimen de excepcionales limitaciones que obligan a un -

uso adecuado de los recursos y comprenden la extrema posibilidad 

de la derogación parcial o total del derecho relativo, lo cual -

no ocurre en la inafectabilidad permanente agrícola ni en la ga-

nadera. 

Hecha la anterior advertencia acerca de les no—

tas generales de la inafectabilidad agraria, por nuestra parte--

agregaremos que en el campo procesal no existen diferencies fun-

damentales en el procedimiento para alcanzar las inafectabilida-

des permanentes agrícola o ganadera, comprendiándose ambos proas 

dimiontoa en el Capitulo I del Título Tercero del Libro corres—

pondiente. El articulo inicial del propio Capítulo, el 292, re-

produce la posibilidad de que los propietarios de fincas afecta-

bles, agrícolas o ganaderas promuevan la localización de la su.-«. 

perficie quo deba considerarse inafectablo, dentro do tales pre-

dios, iniciándose el procedimiento correspondiente con solicitud 

que al efecto se presente ante la Comisión Agraria Mixta respec-

tiva, anexando a la misma loa testimonios de propiedad, inscrip-

ción en el Registro Pánico de la Propiedad, así como un plano -

topográfico de la totalidad del predio afectable, sefalando la 
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superficie que pretende determinarse como inafeotable. Ensegui-

da, el articulo 293 dispone que la mencionada Comisión Agraria,-

debe emitir dictamen al respecto, dentro de un término de quince 

días; una vez formulado el dictamen en cuestión, el precepto alu 

dido dispone que el expediente sea enviado al Departamento de --

Asuntos Agrarios, el cual, a su vez, debe proponer al Presidente 

do la Repáblica, en un plazo también de quince días, la emisión-

del fallo administrativo agrario o declaratoria que corresponda, 

la cual se enviará a publicación del Diario Oficial de la Fado.-

ración y, en caso favorable para el propietario, podré inscribir 

se en el Registro Agrario Nacional. 

El procedimiento de referencia, además de su muy 

primitiva estructuración en los dos artículos comentados, adole-

ce de Una gravísima falla que comparte con loa demás procedimien 

tos para la obtención de todo género de inafectabilidados agra-

rias. En efecto, la critica ha seflalado acertadamente los peli-

gros y la injusticia derivados de la unilateralidad propia de es 

tac situaciones procesales agrarias, por cuanto no se dé en ----

ellas, la menor participación a los nácleos de población agraria 

justificadamente interesados en la satisfacción de su necesida-

des agrarias, mediante la posible afectación de los predios que, 

mediante loa procedimientos do que se trata, son apartados de ma 

nora permanente de estas finalidades sociales. En otras pala—

bras, Mondieta y Mea y quienes con él opinan, estiman que deben 

reformarse los procedimientos de las inafectabilidades agricola-

y ganadera, transformándolos en un verdadero proceso, en el cual 

tenga el carácter do parte la representación jurídica de los nd- 
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cleos de población cuyos intereso& pudieran resultar afectados -

con la declaratoria de innfoctabilidad correspondiente (40. 

En un terreno critico, valorativo, pensamos con-

la mencionada tendencia reformista que debe constituirse un au—

téntico proceso de la inafectabilidad agraria; no obstante, por-

ahora, volveremos al terreno exegético para señalar que los ac•-• 

tuales procedimientos de inafectabilidad agraria no participan -

más que el promovente, los órganos de instrucción y de carácter-

técnico pertenecientes al Departamento de Asuntos Agrarios y la 

autoridad decisorla que ea el Presidente de la Repáblica, auxi-

liado date por el Cuerpo Consultivo Agrario, cuya participación-

en estas materias, por cierto, ha escapado al ilustre Dr. Handl° 

ta y ~az quien en su "Problema Agrario de México" expresa la 

inconveniencia do la no intervención del mencionado órgano técni 

co (47). 

Loa articulo& 292 y 293 regulan la situación del 

propietario cuyo derecho va a derivarse de una situación existen 

te con anterioridad, merced a la expresa manifestación del intere 

sado para que se segregue jurídicamente y cambie de régimen agro 

rio una porción de un inmueble cuya superficie y otras caracte—

rísticas lo hacen afectable en materia agraria. A través del pro 

cedimiento comentado en lineas anteriores, so obtiene la llamada 

localización de pequeña propiedad agricola o ganadera inafecta--

ble, dentro del predio afectable, atendiendo a la& circunotan---

cias do superficie, calidades de tiorran 2 régimen de oxplotacida 

establecidos en el articulo 27 constitucional y en los preceptos 

de carácter sustantivo del Código de la materia. Un origen dls.» 
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tinto do la inafectabilidad a que se refieren los dos preceptos-

citados, es el correspondiente a la situación jurídica cuyo pro-

cedimiento se consagra en el articulo 294; esto precepto parte -

do la hipótesis do le existencia de un predio que por su exten—

sión tenga el carácter de inafectable o bien, que haya quedado -

reducido a la superficie inafoctable, a través de un procodimion 

to dotatorio, ampliatorio, restitutorio o creativo de nuevo cen-

tro de población; en estas condiciones, el titular del inmueble, 

dedicado a explotaciones agrícolas o ganadoras, puede solicitar-

y obtener, en su caso, certificado de inafectabilidad presiden-

cial agraria. La solicitud relativa, conformo al artículo 294,-

debe presentarse ante el Delegado del Departamento de Asuntos --

Agrarios en la Entidad Federativa donde se encuentro ubicado el 

predio. El propio funcionario debe requerir al interesado la pre 

~tachón de las pruebas conducentes, tales como títulos do pro-

piedad y planos relativos; con ello, el Delegado en cuestión, om 

prendo un estudio del caso, recaba la información relativa de la 

Comisión Agraria Mixta y ordena una inspección en el terreno me-

diante eu personal thnico, todo ésto de conformidad con lo esti 

pulado por ol Reglamento do Inafoctabilidad Agrícola y Ganadora. 

Una voz complementada la substanciación do esta primera etapa del 

procedimiento, el Delegado Agrario emite opinión, favorable o no 

gativa, fundándola jurídica o fácticmente y con olla remite el-

expediente al Titular del Departamento de Asuntos Agrarios y Co-

lonización. Este funcionario, también conforme al repetido arta 

culo, so evoca al conocimiento del expediente, a trosas de las -

Direcciones de Inafectabilldad Agraria y do Derechos Agrarios de 
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la propia Dependencia, do acuerdo con el Roglamento Interior de-

la misma; ahora bien, aunque el multialudido precepto no lo esti 

pula expresamente, on este procedimiento interviene el Cuerpo--

Consultivo Agrario, el cual en auxilio de la Primera Autoridad--

Agraria, emprendo una revisión final del caso y dispone, alzando-

os necesario, algunas diligencies complemontarías, para llegar—

an esta forma a someter el e;:pediente cuyo proyecto de resolu—

ción se estima favorable, a la consideración del Presidente de -

la Ropdblica, pera el efecto de la ezpodicidn del certificado do 

inefectabilidad agrícola o ganadera do carácter permanente. Da-

parte final del articulo de que se trata, dispone asimismo que -

el expresado titulo prouidencial debe inscribirlo on el Registro 

Agrario Nacional y publicarso en el Diario Oficiel de la Federa-

ción, así como en el periódico oficial de la Entidad correspon-

diente (1&8). 

Entre los problemas prácticos relacionados con -

las inafectabilidadoa agrarias, no podeuos omitir rocogor las oh 

survacionas del Dr. Vdzquoz Altura acerca de la pretendida dero-

gación, anulación o revocación de los certificados prcsidencia—

les de inafectabilidad agraria pormanonte. En principio, el ---

maestro de referencia señala la distinción que en esta materia--

daba tenerse presento entre la concesión ganadera que sí es doro 

fiable, parcial o totalmente, y la innfectabilidad agrícola o ga-

nadera permanentes, cuya anulación, revocación o derogación no -

se oncuentran previstas en la legislan agraria ni constitucio 

nal ni reglamentariamente. No obstante ésto y teniendo pleno co 

nocimiento de causa, en cierta época se ha dado pábulo a infun- 
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dadas esperanzas de grupos campesinos, abriendo innumerables ex-

pedientes por este supuesto concepto, en la vía administrativa -

agraria, sirviendo esta política exclusivamente como un vergonzo 

so pretexto para el enriquecimiento de malos funcionarios y em—

pleados. A esto respecto, a pesar de quo en el ramo administra-

tivo no existe un conducto jurídico procesal para atacar los vi-

cios o irregularidades del derecho de inafeotabilidad agraria, -

opinamos con ol multicitado profesionista que en la vía judicial 

federal si es posible promover lo conducente a los intereses do-

los núcleos do población agraria, cuando óstea son ilícitamente-

afectados por el otorgamiento de una inafectabilidad agrícola o-

ganadera o bien de una concesión ganadera. El Dr. Mendieta y Ha 

fez sonala al efecto que en su concepto "los certificados de ---

inafectabilidad deben respetarse mientras no sean nulificados mo 

diante un procedimiento ajustado a las garantías constitucionales 

correspondientes" (I.9). 

El Capítulo II del indicado Título se refiere al 

procedimiento relativo a las llamadas concesiones do inafectabi-

lidad ganadera. El articulo 295 del propio Capitulo dispone quo 

"las inafoctabilidades ganaderas se otorgaran a solicitad do los 

interesados ante el Departamento Agrario, mediante decretos-con-

cesión". El texto de esto precepto, como fácilmente puedo apre-

ciarse, no ha sido rofornado conforme a las modificaciones intro 

ducidas on materia ganadora al articulo 27 constitucional, pues-

en la primera parte del texto se aludo, sin distinción, a las --

inafectabilidades ganaderas, disponióndose quo las mismas se ---

otorguen, sin más, mediante la aludida naco do decretos. Del - 
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examen del texto reformado en las partes relativas del expresado 

precepto fundamental, se desprende quo en Esto se establece un -

tipo de inafectabilidad ganadora de carácter permanente, sin alu 

dir para nada a las llamadas concesiones; luego existe una noto-

ria disparidad entre el texto constitucional y las disposiciones 

reglamentarias, en esto campo del procedimiento; ésto, sin perjui 

cío de la muy justificada critica motivada por el hecho de cali-

ficar como concesión a un acto jurídico que no tiene dicho carác 

ter. 

Loa artículos 296, 297 y siguientes, hasta el --

300 inclusive, se refieren al procedimiento encaminado a obtener 

la concesión ganadera; ahora bien, toda vez que por razones poli 

ticas y en mucho jurídicas, la institución de que se trata ha --

caído en desuso y ha sido prácticamente desterrada de nuestro me 

dio en virtud do decisiones políticas, no estimamos necesario en 

trar en mayores detalles a este respecto. Por otra parte, si re 

salta de un extraordinario interh atender aquéllas cuestiona - 

que relacionadas con la concesión ganadera, se refieren al con-

trol técnico y administrativo del rógiaen que le ea propio, así-

como todo lo relativo al procedimiento derogatorio correspondían 

te, no comprendido en el Código de la materia, pero estipulado -

en el Reglamento do Inafeotabilidad Agrícola y Ganadera. A este 

efecto, debe tomarse en cuenta primeramente, lo dispuesto por el 

articulo 301 en cuanto al contenido del decreto-concesión de ---

inafectabilidad ganadera por veinticinco años, que es el alguien 

te: 

"I.Las consideraciones en quo se exprese la coa- 
. 
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probacidn: 

a) Do la personalidad y do la capacidad juridir. 

ca dol solicitante. 

b) Do quo la finca, asteria do la solicitud, tie  

no como objeto principal la explotacidn ganadera. 

e) De la propiedad de terrenos y semovientes, py 

ra los efectos de la fracción II del articulo 115. 

d) De la existencia del Magro necesario de coba 

zas de ganado. 

e) Del modo como las necesidades agrarias hayan. 

quedado satisfechas, de acuerdo con lo establecido por la trao-• 

cidn IV del articulo 115 y por las tracciones II, III y IV del -

articulo 116, en sus respectivos casos; 

II. La declaratoria de inatectebilidad por vein-

ticinco años, de la extensidn que proceda, y 

III.Las obligaciones a quo el concesionario que-

de sujeto, do acuerdo con las disposiciones de este Código. 

"Si se trnta de concosidn provisional, el decre-

to deber& contener, adeude de las consideraciones a que se refie 

ron las tracciones a) y e), de la tracción I, aquellas otras en-

que se diga cómo se ha comprobado la propiedad de los terrenos,-

su valor, la solvencia del solicitante y la posibilidad do esta-

blecer la explotación ganadera en el término de un ado." 

"Además, expresar' las obras, mejoras ydemds,in 

versiones de capital que el propietario deba realizar, el ndmero 

de cabezas que daba adquirir para explotación fija; hará la de—

claratoria de inafectabilidad provisional por un año Laprorroga-

blo y señalará las obligaciones generales y especiales a que el- 
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concesionario queda sujeto y las sanciones que le corresponde--

rían en caso de incumplimiento." 

F.-Nulidad de fraccionamientos do tierras (Capi 

tulo fulleo del Titulo Cuarto). 

En la parte relativa a los dispositivos procesa 

les comprendidos en el articulo 27 constitucional, hemos hecho• 

alusión a la fracción IX del propio precepto, según la cual es-

jurídicamente posible nulificar la división o reparto que a pe-

sar de su apariencia legítima, se hubiere hecho entre los veci-

nos do un núcleo do población, mediando error o vicio; cuando - 

asi lo soliciten las tres cuartas partes de loe vecinos que so-

encuentren en posesión de una cuarta parte de los terrenos mate 

ría de la división, o cuando lo soliciten una cuarta parte de -

los mismos vecinos siempre que ilston estén en posesión de por -

lo menos las tres cuartas partes de los terrenos. Esta norma -

fundamental se desarrolla en el Capitulo (naco del Titulo Cuar-

to del Libro que se analiza. 

El articulo 302, inicial del precitado Capitulo, 

se fundamenta en la disposición constitucional aludida y estipu 

la que la solicitud correspondiente debe dirigirse al Delegado-

Agrario de la entidad respectiva, comprendiendo lo siguiente: 

nombro de los solicitantes y proporción del brea comunal que po 

sean; nombre de la comunidad o núcleo de población de que se --

trate, expresando su ubicación; a la solicitud se acompanargn 

loa títulos relativos a la propiedad agraria de los terrenos en 

cuestión. 

Iniciado el procedimiento con la presentación -

do la solicitud indicada, el Delegado Agrario, conforme al arta 
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culo 303, debe proceder a convocar a una Junta o asamblea de ad-

judicatarios y poseedores de los terrenos cuyo fraccionamiento 

preténde nulificorse; en dicho acto, el aludido funcionario debo 

escuchar a los solicitantes de la nulidad, por una parte, y por-

la otra, deberá también atenderse a los razonamientos o inconfo£ 

midades que presenten quienes estimen que se les afecta indebida 

mente con el aludido procedimiento; asimismo, se estipula quo en 

la mencionada asamblea deben recibirse todas las pruebas que las 

diversas partes interesadas presenten. 

A partir de la fecha en que se ha verificado la-

asamblea a que alude el articulo anterior, las partes disponen -

de un periodo de noventa dice, conforme al articulo 304, para el 

efecto de presentar nuevas pruebas y formular los alegatos que a 

sus intereses convengan. Una vez que ha fenecido el término de -

referencia, el articulo 305 estipula que el Departamento del ra-

mo daré cuanta con el expediente respectivo al Presidente de la-

Repdblice, para que éste resuelva si 03 de declararse o no la nu-

lidad del fraccionamiento o repartimiento on cuestidn, así como,-

en su caso, la forma en que debe procederes para la nueva adjudi• 

cacidn de los terrena controvertidos. Ahora bien, a pesar de -• 

que en los artículos del Capítulo indicado no se preveo al afeo.. 

to, en la actual práctica administrativa seguida por las autorida 

des agrarias, corresponde inicialmente al Delegado Agrario la sute 

tanciacidn fundamental del expediente relativo, una vez complemen 

tada ésta se remite ol expediente a oficinas centrales de la de--

pendencia aludida, practicdndoeo en ellas una revisidn del caso,.. 

finalmente el asunto Pasa al conocimiento del Cuerpo Consultivo - 

Agrario y date sanciona técnicamente el expediente que va a ser - 
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puesto a consideración de la primera autoridad agraria de la Re-

pblica. 

G.- Titulación y deslindo de bienes comunales — 

(Capitulo I del Titulo quinto). 

El articulo 306 del Capitulo de referencia dis-

pone que los procedimientos para reconocer y titular adecuadamen 

te los derechos sobre bienes comunales a núcleos de población, -

pueden iniciados de oficio o a petición de parte por el Departa- 

mento 	Asuntos Agrarios, en aquellos casos que no exista con- 

flicto de linderos. La parte final del mismo precepto dispone - 

que en las mismas condiciones deberán dilucidarse los derechos--

que individualmente correspondan a los comuneros, tomando en de-

bida cuenta lo establecido por el artículo 66 del Código de la -

materia. 

Hinojosa Ortiz formula respecto de estos procedí 

mientos lea siguientes observaciones: 

"Lao resoluciones confirmatorias deben referirse 

a bienes comunales y debo ordenarse su trámite en torno do dos 

ideas fundamentales: la. Notificación y amplia oportunidad de de 

tensa a todos los colindantes; y 2a. Planificación correcta que-

permita localizar y medir con precisión los terrenos. 

"Hay que tenor en cuenta que la confirmación pro 

supone una posesión pacifica, reconocida y respetada. Por lo tan 

to no vale la pena tramitar confirmaciones si no hay la base tée 

nica de un buen plano y una información bien hecha. Do lo contra 

rio se corre el riesgo de que la confirmación sea contraproducen 

te y provoque problemas y conflictos." (50). 
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Ahora bien, el aludido autor estima "injustifi«.-

cada legalmente", la provenida qua las resoluciones presideriz

cialea confirmatorias comprenden generalmente en acatamiento do-

lo dispuesto por la parte final del articulo 306, en relaoidn 

con lo que estipula el articulo 66 también del Código do la mate 

ria; fundando esta apreciación en la ubicacidn del articulo 66 -

en el Titulo referente a dotaciones de tierras y aguas, y, sena-

ledemenbe, atendiendo a las irregularidades que las autoridades-

agrarias cometen aprovechando como una verdadera "vAlvula de es-

cape", al dispositivo combinado por los articules 306 y 66. A -

este respecto, consideramos, con el profesor naguas Alfaro, que 

en una estricta técnica jurídica el comentarista invocado carece 

en absoluto de ramón, puesto que la mera colocación de un preces, 

to no constituye un elemento suficiente para calificarlo esencial 

mente, atendiendo además a la indiscriminada dispersión de pre-

ceptos que afecta al'Cddigo Agrario; en suma que r puede confit 

se definitivamente en el lugar en donde ol legislador ha coloca.-

do un articulo para de ello desprender determim dos razonamion--

toa; por otro lado, la existencia do innumerables vicios y yarda-

dores delitos en éste como en otros campos del procedimiento agra 

rio, tampoco nos autoriza para impugnar la pureza jurídica de la - 

situacidn procesal que analizamos, toda voz que de aceptar la pro 

tendida justificacidn de Hinojosa Ortiz, tendríamos que concluir-

quo naterialmonto todos los procedimientos agrarios son "Injusti-

ficados legalmente", porque en torno u 31103 se realizan un torbe 

llino de conductas ilícitas especialmente por parte del personal-

agrario. 
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Con referencia a los problemas que hemos comenta 

do en torno a la localización y respeto de pequeBas propiedades-

en explotaoidn, conforme a lo mandado on el articulo 66 del Cddi 

go de que se trata, debe atenderse a lo dispuesto en el Reglamen 

to relativo, publicado en el Diario Oficial del 15 de febrero de 

1958 (51). 

La fundamentacidn expresa del procedimiento que. 

se estudia se encuentra en los artículos 306 del Código de la ma 

tarta y 4.. del Reglamento para la Tramitacidn de los Expedien--

tea de Confirmacidn y Titulación de Bienes Comunales. Iniciado-

el procedimiento mediante la solicitud relativa o el acuerdo de-

iniciacidn de oficio, el poblado interesado, en asamblea general, 

elige dos representantes, uno propietario y otro suplente, con--

facultades para intervenir en nombre del pueblo interesado, en -

la tramitación del expediente respectivo, en el cual, deberán --

presentar los títulos de propiedad correspondientes y todas aquí 

llas pruebas para fundar el derecho que representan. 

El articulo 308, dispone ate la substanciación --

del procedimiento indicado ce verifica por el Departamento de --

Asuntos Agrarios, recabando las pruebas necesarias acerca de la-

exactitud de los títulos correspondientes y verificando los tra-

bajos que lleven a la localización de las tierras respectivas y-

la determinación de su área; en caso de que el derecho a que alu 

den loe títulos presentados y las superficies respectivas, con--

cuorden fehacientemente con la pretensión de los interesados, de 

berá procederse a la inscripción de los bienes comunales de que-

se trate en el Registro Agrario Nacional y en el Registro Pábli-

co do la Propiedad del lugar. 
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En el caso de que el :Aneo de población que pro 

mueve la acción indicada, carezca de títulos legítimos o no los-

tenga en absoluto, o cuando existan dificultades para precisar -

el área de localización de los bienes comunales, el artículo 309 

dispone que el Departamento del ramo debe proceder a recabar loa 

datos necesarios para levantar la planificación correspondiente.» 

y recabar las pruebas conducentes. Con estos elementos, la pro-

pia dependencia pone a la vista el expediente a loa interesados, 

por un plazo de diez alta, a efecto de que expongan lo que a sus 

intereses convenga. Una vez fenecido el plazo anterior, el arti 

culo 310 ordena que el Cuerpo Consultivo Agrario dictamine el ex 

pediente relativo, pasando éste posteriormente, en su caso, al -

Departamento de Asuntos Agrarios para la formulación del proyec-

to de resolución presidencial correspondiente. 

En el texto que aún so conserva, al articulo 511 

dispone que la ejecución de las resoluciones presidenciales en--

el procedimiento de que se trata, corresponde al Departamento de 

Asuntos Indígenas y debe llevarse a cabo deslindando los terre—

nos reconocidos, señalando las fracciones que posean los indivi-

duos en forma particular y efectuando la or¿anización de Comisa-

riado do Bienes Comunales. La parte final del propio precepto,-

agrega que el Departamento de Asuntos Indígenas puede ocurrir al 

Departamento de Asuntos Agrarios, en demanda do personal técnico 

para estos trabajos. A pesar de ello, en la actual práctica ad-

ministrativa agraria la ejecución de rer,wohcia so realiza en --

forma unilaterial por el Departamento do Asuntos Agrarios, máxi-

me que el Departamento de Asuntos Indisenaa desapareció hace mu-

chos años. 
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El procedimiento de titulación de bienes comuna-

los que se comprende en el Capitulo I del Titulo quinto, contem-

pla la posibilidad de que el reconocimiento y la titulación juri 

dice de los bienes materia del mismo, tenga lugar sin controver-

sia o conflicto; ahora bien, puede ocurrir que durante la trami-

tación del expediente indicado surgen conflictos de limites, de-

rivados de situaciones posesorias o de derechos consignados en -

títulos diversos, con referencia a loa bienes comunales cuyo re-

conocimiento se pretende; en esta hipótesis, el articulo 312 die 

pone le suspensión del procedimiento en la vía confirmatoria de-

titulación de bienes comunales. En el caso de que el conflicto-

resulte entre un núcleo de población solicitante y un particular, 

el procedimiento deberá proseguirse por la vía do restitución; -

cuando el conflicto surge entre dos ndeleos de población de régi 

mon ejidal o comunal, el propio articulo 312 dispone que el expe 

diente prosiga en la ala de conflicto por límites de bienes comu 

nalga, a la que se refiere el Capitulo II del mismo Titulo. 

En la tramitación del procedimiento de referen-

cia, en la via confirmatoria, el articulo 313 dispone que el De-

partamento del ramo proceda de oficio a la elaboración do ésta--

dios relativos a loa bienes comunales, en las materias alguien--

tea: econémicosocial de la comunidad de que so trato, incluyendo 

avalé° de sus bienes, para efectos finales; sobre conflictos par 

límites entre loa nécleoe de población comprendidos en loa torre 

noa comunales o con los colindantes de los mismos; determinación 

de las superficies necesarias para efectuar dotaciones complemon 

tarias conformo a las necesidades del neicleo solicitante; demar-

cación y calificación do los fraccionamientos ubicados dentro de 
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los terrenos comunales, señalando las pequegars propiedades; y 

estudios acerca de las zonas necesarias para urbanización del /4.11111. 

poblado. 

H.. Primera instancia para los conflictos por li-

mites de bienes comunalea. 

Hemos dicho, al analizar el articulo 312, qua en 

el careo del procedimiento confirmatorio y titulatorlo, pueden -

surgir conflictos acerca de los derechos que en él se dilucidan, 

ante lo cual debe proseguirse el expediente en la via a que se -

refiere el Capitulo II del Titulo Qointo, cuando el problema ten 

ga lugarentre núcleo• de población agraria. Pero también puede 

suceder que el conflicto en cuestión ae presente fuera del pros* 

disiento confirmatorio; esto es que no se requiere de la previa-

iniciación de éste, para que se esté en el caso de iniciar el --

procedimiento relativo • conflictos por limites de bienes comuna 

lee. Esta vio procesal se inicia, conforme a lo ordenado por el 

articulo 314, a petición de parte o de oficio por el Departamen-

to de Apuntes Agrarios; éste, de acuerdo con el precitado articu 

lo, se evoca al conocimiento de loe conflictos de hecho o de de-

recho por limites entre terrenos comunales o entre terrenos coma 

nales y ejidos. Esto, en acatamiento de lo dispuesto por la pri 

mera parte del pirren.° segundo que figura en la fracción VII del 

articulo 27 constitucional, que dice; *Son de jurisdicción fede-

ral todae las cuestiones que por limites do terrenos comunales,-

cualesquiera que sea el origen de éstos, se hallen pendientes, o 

so susciten entre dos o mía núcleos de población. El Ejecutivo--

Federal se evocará al conocimiento de dichas cuestiones y propon 

drá a los interesados la resolución definitiva do las mismos". 
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No puedo escapar a nuestro análisis la notoria -

deficiencia entro la concordancia quo debiera haberse mantenido-

entre el precepto fundamental y la norma reglamentaria a que he-

mos bocho referencia. En efecto, ésta aludo a conflictos entro-

"terrenos" do tal o cual especie y, por nuestra parte estimamos-

imposible, lógica y técnicamente la existencia do conflictos ju-

rídicos entro "terrenos"; el precepto fundamental mencionado, --

fuá adecuado en au terminología el referirse a "cuestiones que - 

por limites do terrenos comunales, no susciten entre núcleos de-

población". Evidentemente que tales problemas tienen lugar en-

tre entes jurídicos y no entre los bienes respectivos. 

Asimismo, nuestra estimación crítica del mismo -

artículo 514 nos lleva a la observación del Dr. Mendieta y ~ea 

acerca de la referencia a conflictos de hecho o de derecho quo -

textualmente so contiene en el propio precepto; por nuestra par-

te, consideramos que ello se debe al reconocimiento constitucio-

nal quo a los núcleos de población que do hecho o do derecho ---

guarden el estado comunal, so hace expresamente en el articulo - 

27 do nuestra Ley Fundamental. 

Ya por instancias de los interesados o de oficio 

por el Departamento del remo, una vez iniciado el procedimiento, 

como en el procedimiento confirmatorio, el articulo 315 dispone-

que los núcleos do población interesados eligen dos rolvesentan-

tes, uno propietario y otro suplente, quienes deben presentar --

los títulos y otros documentos, así como toda clase do pruebas--

que a los intereses de su representado convengan. La parte fi--

nal do esto precepto, dispone asimismo quo los representantes do 

que se trata podrán celebrar convenios acerca de los derechos -- 
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cuestionados on oste procedimiento. 

El articulo 316 manda quo el Departamento del --

ramo proceda a la elaboración de los estudios a quo so rofiero--

el articulo 513 y dispone además, que so realice levantamiento -

topográfico do los terrenos pertenecientes a los poblados en con 

flicto. Cuando so ha concluido con las diligencias anteriores,-

el Departamento del ramo fija a las partes un término de sesenta 

días, para aportar pruebas, según lo dispuesto en el artículo --

317. El articulo 318, ordena quo al finalizar el precitado pe—

ríodo do pruebas, la aludida dependencia federal, on un tórmino-

de cinco días, debe formular, previo dictamen del Cuerpo Consul-

tivo Agrario, un proyecto do rosolución definitiva que será some 

tido ala decisión del Presidente do la República. La parte fi-

nal do esto artículo pravee quo el fallo en cuestión so somota,-

para opinión, al Departamento do Asuntos Indígenas, el cual no --

oxisto on la actual estructura administrativa, do donde ha pro--

tendido intorprotarse que carece do toda aplicación o quo cuando 

mucho, puede referirse a la Dirección General de Asuntos Indíge-

nas quo a la fecha funciona dentro de la Secretoria do Educación 

Pública. 

La resolución presidencial que recae en el proce 

dimiento que se estudia, conforme al articulo 319, dobe determi-

nar lo siguiente: la extensión y localización de las tierras, --

pastos y montos que pertenezcan a cada uno de los poblados en li 

tigio y las superficies dedicadas a nuulos legales o zonas do ur 

baninecidn; los volámenes do agua quo correspondan a cada pobla-

do y su forma de aprovechamiento; y la compensación que en caso- 
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do ser procedente, so otorgue. El articulo 320 establece que si 

los núcleos de población interesados so conforman con el respec-

tivo fallo presidencial, listo adquiere el carácter de irrevoca—

ble y debe sor inscrito en los Registros Agrario Nacional y Ph--

blico de la Propiedad; ahora bien, la parte final del mismo arta 

culo indica quo a pesar de la inconformidad que se suscite, el--

propio fallo será ejecutado y notificado a loa ejecutivos loca--

les. Dada la muy compleja índole da las cuestiones que se venti, 

lan en el procedimiento que ahora se estudia, este parte final -

del aludido precepto ha sido justificadamente criticada, por es-

timarse quo violenta prácticamente la ejecución de un fallo que-

todavía va a quedar sujeto a un nuevo proceso como es el juicio-

de Inconformidad. 

El artículo 321 indica la posibilidad de que in-

tervenga el personal del actualmente llamado Departamento de Asun 

tos Agrarios, en la ejecución de las resoluciones presidenciales 

roletivas a conflictos do limites; la ejecución do que se trata, 

conforme a la disposición invocada, comprendo la posesión do los 

bienes que reconoce a cada poblado la resolución, procediendo al 

efecto la localización y deslindo de las tierras respectivas, --

ase cono la determinación de loa correspondientes vol/menea de -

agua. En el curso do la ejecución do la repetida resolución pro 

sidoncial, el articulo 322 manda la celebración de asamblea gene 

mal de miembros do poblado, para determinar la relación de cabe-

zas do ganado que están en condiciones de aprovechar los recur--

son pasteles del pueblo, debiéndose fijar adomáa las caracterís-

ticas de los terrenos ocupados por recursos forestales y su ex—

plotación. 
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I.- Sogunda instancia pura los conflictos por 

límites de bienes comunalos o juicio de inconformidad. 

El Código Agrario, regula el procedimiento dol-

juicio de inconformidad, en su. Capitulo III, quo denomina "Se--

gunda Instancia para los Conflictos por Limites de Bienes Comu-

nales", siendo los artículos 323 a 333, los que mencionan el --

procedimiento quo debo seguir el aludido juicio, por ante la --

autoridad competente, que tiene conoclmionto del juicio mencio-

nado, competencia quo le corresponde a nuestro Máximo Tribunal-

de la República, o sea la Suprema Corte de Justicia do la Na—

ción, por haberla establecido así el Legislador, en el articulo 

27 Constitucional, en el segundo párrafo do la fracción VII, 

que dice: 

"Son de jurisdicción federal todas los cuestiones que 

por limites de terrenos comunales, cualquiera quo sea 

el origen de Estos, se hallen pendientes, o se susci-

ten entre dos o más núcleos do población. ni Ejocuti 

vo Foderal se evocará al conociaiw.lbo de dichas cues-

tiones y propondrá a los internados la resolución de 

finitiva de las mismas. Si estuvieren conformes, la-

proposición del Ejecutivo tendrá fuerza de resolución 

definitiva y será irrevocable, en caso contrario, la-

parte o partes inconformes podrán :aclamarle ante la-

Suprema Corte do Justicia de la Nación, sin perjuicio 

de la ejecución de la proposición presidencial. 

La loy fijará el procedimiento bravo conformo al cual 

deberán tramitario las mencionadas controversias". 

Tramitada la roclacación so resuelve en Tribuna] 

1 
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en Pleno ante la Suprema Corte de Justicia, da acuerdo con las-

facultades qua le establece el articulo 11, fracción XII, de --

la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, que dice - 

al respecto: 

Articulo 11.-"Corresponde a la Suprema Corte conocer 

en Pleno: 

Fracción XII.-"De cualquier otro asunto de la compe-

tencia de la Suprema Corte, cuyo conocimiento no corres 

ponda a las Salas de la misma, por disposición expresa- 

de la Ley". 

El Juicio de Inconformidad, es interpone contra 

la Resolución Presidencial dictada on la primera instancia de -

los conflictos por limites de bienes comunales, por el poblado-

que resálto'afectado por asta, el cual se inicia por demanda --

que por escrito presentarán los representantea del poblado in--

conforme, ante la Suprema Corto de Justicia de la Nación, den--

tro del término do quince días siguientes a la fecha en que sa-

les hubiere notificado la resolución en forma legal, haciendo -

constar en ésta los puntos da inconformidad y las razones en --

que la fundan, acompaftando a la misma, las copias de traslado--

para las contrapartes y para ol Departamento do Asuntos Agra---

rios y Colonización. Si el poblado afectado, no recurre la re, 

solución presidencial que le afecta, dentro del término antes -

mencionado, la aludida resolución, causa ejecutoria. 

Presentada•la demanda ante la Oficialía do Par-

tes de la R. Suprema Corte, y realizados los trámites admitas--

trativoo correspondientes, hasta llegar a la Oficina Auxiliar -

del Pleno de la misma, anta la cual se hacen todos loa trámites 
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del mencionado juicio; so dicta auto admitiendo la demanda, si -

ésta reúne los requisitos formales que seftala el arUoulo 322, - 

dol Código Federal de Procedimientos Civiles y que se aplica su-

pletoriamente a esta materia, los cuales son loa siguientes; a). 

-El Tribunal de Justicia ante el cual se promueve el juicio, o -

sea la Suprema Corte de Justicia; b).-E1 nombre del poblado ac—

tor, y el de sus representantes, loa documentos con que acredi—

tan su personalidad, su domicilio para oír notificaciones en es-

ta Ciudad; el nombre del poblado demandado, y el de sus represen 

tantos, así como su domicilio donde deberán ser notificados; o). 

-Los hechos en que expresa su inconformidad y las razones en que 

se funde, expresándolos con claridad y precisión, de tal manera. 

que los demandados puedan producir su contestación y defensa; .

d).-Los fundamentos de derecho en que apoya su demanda de incon-

formidad, y e).-Los puntos petitorios correspondientes; o que --

mando provenir al poblado actor para que la aclare o corrija, --

dentro de un término prudente que al efecto le senalen. 

Aceptada la demanda, r.9 manda emplazar a la con-

traparte o contrapartes del poblado actor, por conducto del C. -

Juez de Distrito en cuya jurisdicción se encuentren, para que, -

dentro del término de quince días siguientes al emplazamiento, -

mía loa que se le concedan por razón de la distancia, conteste -

la demanda de inconformidad, en la que deberá negar, confesar u-

oponer las excepciones en loa términos que a su derecho convenga, 

pudiendo solicitar en la misma oontestacidn que se abra el juicb 

a prueba; as emplaza también al Departamento do Asuntos Agrarios 

y Colonización, con la copia simple de la demanda y deuda daca--

mentoe que se acompañen, para que en nombre del Ejecutivo la coa 
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teste dentro del término de quince dias siguientes a la fecha en 

quo reciba dicha demanda, la que podré negar, confesar u oponer-

las excepciones quo tenga que hacer valer, así como podrá solici 

tar en la misma contestación que se abra el juicio a prueba; aai 

mismo deberá remitir a la H. Suprema Corte de Justicia el expe--

diente original y demás documentos, que se tramitaron en la pri-

mera instancia por ante ese Departamento•  

Una vez contestada la demanda de inconformidad -

por la contraparte o contrapartes del poblado actor, asi como --

por el Departamento de Asuntos Agrarios y Colonización en nombre 

del Ejecutivo, y si en auto. quedé comprobada la personalidad de 

loe representantes de los poblados en litigio, la Suprema Corte-

mandará abrir a prueba el juicio por un término improrrogable de 

veinte días, si alguno de loa poblados lo hubiere solicitado en.-

la demanda o en su contestación, observándose las siguientes ro-

sisa en relamida con las pruebas: las diligencias practicadas en 

la primera instancia harán prueba plena, salvo que fueren redar• 

Oídas de falsedad por alguno de loa poblados, y solamente den-

tro del término antes mencionado, se recibirán pruebas que se re 

fiaren a hechos suporvenientos o que, ofrecidas ante el Departa-

mento de Asuntos Agrarios y Colonización, hubieren sido indebida 

mente desechadas, o no hubieren podido recibirse en todo o en --

parte, por motivos no imputables a quien las ofreció. La Corte, 

antes de pronundar sentencia en el juicio do inconformidad, si 

lo estima necesario, podrá mandar practicar las diligencias que-

crea convenientes para mejor proveer; concluido el término de --

prueba as fijará a las parte. un plazo de cinco dias para que .. 
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por escrito presenten sus alegatos en loa cuales expresarán le-

gue a sus intereses convenga. Concluido lo anterior, la Corte-

deberá pronunciar sentencia dentro de los quince días siguien—

tes a la expiración del término de alegatos, o a la práctica de 

diligencias a que se refiero el articulo 327 y 329 de la Legis 

lacién Agraria. La sentencia expresará cuáles son los puntos -

de la resolución presidencial que se confirman, revocan o modi-

fican y causará ejecutoria, desde luego. La aludida sentencia-

será notificada a las partes, y se remitirá copia certificada -

de la misma al Juzgado de Distrito respectivo, y al Departamen-

to de Asuntos Agrarios y Colonización, para que este áltimo se-

encargue de ejecutarla, así como de efectuar los trabajos táoni 

cos necesarios para el cumplimiento de la misma, en auxilio del 

Juzgado de Distritq el que, una vez ejecutada la sentencia, le-

mandará inscribir en el Registro Pábilo° de la Propiedad corres 

pendiente y en el Registro Agrario Nacional. En el momento de-

ejecutarse la sentencia de la Suprema Corte, loa doleos de po-

blación contendientes, con la intervención de un representante-

del Departamento de Asuntos Agrarios y Colonización, designarán 

sus Comisariados de Bienes Comunales y sus Consejos de Vigilan-

cia. Al procedimiento de esto juicio, se aplica eupletoriamente 

el Código Federal de Procedimientos Civiles, en la materia de -

que se trata (articulo 333 del Código Agrario). 
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CAPITULO IV 

PROPOSICIONES DE REFORVA AL PROCEDIMIENTO AGRARIO 

Y CREAGION DE TRIBUNALES AGRARIOS ESPECIALIZADOS. 

1.- Opiniones del Dr. Valquez Alfaro Jn la materia y bases 
para un anteproyecto creativo del sistema jurisdiccio-
nal agrario. 

En nuestro medio jurídico, el precursor de estas 

ideas, sin luzar a dudas, es el Dr. Mendieta y Náñez; ahora bien, 

sus opiniones, expuestas hace muchos anos, no han llegado, a ---

nuestro juicio, a la necesaria sistematización y a la precisión-

de aspectos quo se requieren en tan importante asunto. No obs—

tante, del propio maestro recogemos la fundamental apreciación - 

crítica de quo las condiciones actuales en que se resuelven los-

diversos conflictos de derechos agrarios, son plenamente insatis 

factorias y redundan en una considerable injusticia; de esta pre 

misa el precitado especialista ha llegado a la afirmación de la-

imprescindible necesidad del establecimiento de tribunales espe-

cializados que se evoquen al conocimiento y reaolacidn de los ex 

primados litigios jurídico agrarios. 

En épocas más recientes, un experimentado profe-

sor do la facultad do derecho, el Dr. Guillermo Vázquez Alfaro 

ha venido exponiendo, en une forma más jurídica y técnica, sus 

opiniones y proposiciones que por considerarlas necesarias y con 

venientos a efecto de complementar nuestro trabajo, analizamos-- 
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enseguida. 

En materia agrario existen mdltiples casos en -

quo los órganos y autoridades administrativos dejan la decisión 

efectiva do las controversias legales agrarias en manos de in--

significantes e incapacitados empleados quo proceden sin la mo-

nor limitación, toda voz que las normas procesales agrarias so-

rodacon a la regulación de las acciones tondientes a la rodia--

tribución de tierras, bosques y aguas, salvo contadísimaa exca2 

ciones como la relativa a privación do derechos agrarios ejida-

les. Veamos lo que a este respecto expresa el Dr. Vázquez Alfa 

ro: "El desarrollo y la aplicación do la Reforma Agraria Uexioa 

na, han tenido y tienen múltiplos y complejos problemas en rola 

ción con asuntos de naturaleza contenciosa que se presentan n -

las autoridades agrarias acerca do los derechos creados por la-

legislación agraria en vigor." 

"Constitucionalmente so establece una "Dependen 

cia directa del Ejecutivo Federal encarzada do la aplicación do 

las leyoa agrarias y su ejecución". Procisándose también en el 

mismo orden, la categoría constitucional del Prasidento de la . 

Ropáblica, como primera autoridad agraria do la noción. 

"Dentro de este orden do ideas, el citado erra-

mismo ha ~ido conociendo y resolviendo los conflictos que so-

presentan on la aplicación de la legislación do la materia, apo 

gándose al procedimiento embrionario que, en algunos casos, es-

tablece el requisito do un juicio de carácter administrativo, -

sin quo dicho proceso sea instruido y resuelto por organismos -

con estructura propiamente jurisdiccional; por el contrario, en 
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rios", que establece la garantía, -teórica por cierto-, que 86-

lamente el Presidente de la República puede privar do sus dere-

chos a un ojidetario, la realidad es que, con excepción del Cuer 

po Consultivo Agrario, casi todos los demás organismos o perso-

nal administrativo y autoridadoe ejidales y comunales que inter 

vienen on estos casos, cometen frecuentemente una serie do irro 

gulnridades, quo en la práctico redundan en vicios graves que -

hacen nugatoria la citada garantía. 

En el capitulo de derechos ya definidos a favor 

do los núcleos de población ejidales y comunales, o do los eji-

dotarlos y comuneros, en su carácter do integrantes do dichas -

entidades, ol actual sistema resulta casi inoperante y teórico, 

ya quo so carece do un procedimiento sencillo, eficaz y enérgi-

co, para hacer respetar loa szprosedos derechos. Sin perjuicio 

do la intervención do autoridades judiciales o penales del Fue-

ro Federal, so estima imprescindible contar con un sistema ju—

risdiccional reministrntivo, ante cuyou organismoa puedan campo 

sinos y núcleos de población, obtener una garantía real e inme-

diata on los derechos que los conceden las leyes del pais. 

Dentro del marco constitucional mexicano y aán-

dentro do la actual legislación agraria, con determinadas adap-

taciones do forma, so estima posible establecer lo jurisdicción 

o fuero federal agrario. Aprovechando la importante exponen--

cia obtenida en más de 50 affos de aplicación do las leyes rola-

tivaa y las experienciaa mexicanas en materia de Justicia Pis--

cal y Justicia del Trabajo; fueros especiales existentes al am-

paro de nuestra ley máxima, que al presente han conseguido im-- 
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portantes realizaciones. 

EL malestar y la desconfianza creciente a causa-

do las injusticias que so siguen cometiendo en ol campo, a pesar 

de la voluntad y el esfuerzo de las autoridades agrarias, deban-

hacernos meditar seriamente, en la necesidad de descentralizar--

la atención de estos problemas creando un sistema o fuero, cuyos 

organismos debidamente estructurados y reglamentados tengan las-

facultades, autoridad y solvencia moral necesarias, para resol--

ver en forme inmediato dichas controversias, estableciendo, si - 

para ello fuera necesario, un sistema de justicia delegada, tan-

to en representación del Primer Magistrado de la nacida CO20 del 

Jefe del DAAC, en las respectivas compatensins que la ley los se 

Rala; asimismo, un sistema conciliatorio sencillo seria muy dtil 

para buscar la solución oportuna o, por lo monos, una adecuada--

Informacidn sobre multitud do problemas que a diario so presen—

tan". 

En desarrollo de les referidas ideas, Vázquez Al 

faro expresa que la legislación agraria de carácter ordinario de 

be ser reformeda (52). 

En 141 parte relativa a procedimientos agrarios -

del actual Código de la materia, se requiera, nn opinión del ---

maestro Vázquez Alfar°, agregar al Libro Cuarto un Titulo que se 

denomine "DEL PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO O CONTENCIOSO ANTE LOS 

TRIBUNALES FEDERALES AGRARIOS", con los Capítulos siguientes; 

I.• Disposiciones Generales; 	Estructura de los Tribunales - 

Federales Agrarios; III.- Competencia de los Citidos Organos; y-

IV.- Procedimientos ante los Tribunales Federales Agrarios. Ade 
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más, previendo una segunda instancia en el procedimiento relati 

vo, dentro del propio libro se agregaría un titulo más referen-

te a la revisión de los fallos de los Tribunales Federales Agro 

ríos por el Cuerpo Consultivo Agrario o por un Tribunal Central 

de Segunda Instancia. 

Las ideas que sobre la materia sustente el maca 

tro Vázquez Alfaro, se contienen en las proposiciones retaren--

tes a la materia y organización de loa nuevos Capitulos que ae-

sugieren para el Código Agrario. Enseguida reproducimos la pu 

to relativa al anteproyecto del citado autor. 

"El capitulo relativo a disposiciones generales 

podrá contener las siguientes: 

a) En auxilio del PreSidente de la República,-

suprema autoridad agraria de la nación y del 

Jefe del Departamento de Asuntos Agrarios y 

Colonización; en los casos expresamente se-

ñalados por la ley en que se presenten que-

jas, inconformidades o controversias acerca 

de la aplicación de la legislación agraria-

en relación a loe derechos, responsabilida-

des y obligaciones que establezca el presen 

te Código, se ejercerá, en la esfera admi-

nistrativa, la jurisdicción federal agraria 

a través de los Tribunales Agrarios del pro 

pio Departamento. 

b) En el ejercicio de la jurisdicción federal.. 

agraria los funcionarios de los Tribunales...-

del ramo deberán ser acatados en las decisio 
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nos locales que expidan; asimismo, son acredo 

ras al respeto y colaboración tanto por les--

particulares cono do parte de otras autorida-

des federales, estatales y municipales. Corro 

lativnmente, los citados funcionarios están--

sinGularmente obli7ndos a poner tela su capa-

cidad en IR rápida, eficiente y honesta admi-

nistración do la justicia areria. 

El capitulo II, relativo a la naturaleza, ostrun 

tura y jurisdicción do los Tribunales Azrarlos, podre' contener-

las siguientes materias: 

a) Los Tribunnlen Federales Acrgrios, son los--

orcanismos jurindicsionnles slr.linistratives, 

competentes en la esfera im,Ucadn, para ceas 

cer y t'asolvar en los tIrminos que la Lcy su 

Fíale, de aslntos de nntureleza contenciosa--

que se suscitan en y-Acción e derechos 

blecides por el presente Código. 

b) Respetando la naturaleza jurisdiccional L:a -

los Tribunales Federales Acrnrios, con las -

atribuciones, facultades y rrantins que le-

ley otorGue a dichos orcanienes y zus inte 

grantes, formar 	lzrte del Poder 7jecutive-.  

Federal, dentro de la dependencia del mise, 

encargada conatitaulente de ln aplica—

ción y ejecución de la le¿islación ttgreris„ 

o) Para una mejor y ndu equitativa administra-- 
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alón de la justicia acraria, encarada a --

los Tribunales dol rano, éstos tendrán os--

tructura paritaria, comprendiándose dentro-

de los mismos la representación do autorida 

den y sectores, interesados o afectados so-

cial y económicamente on los asuntos do que 

cznoscan loa citados orsanismos. Los voca-

les reprosentativos do las expresadas enti-

dades, tendrán las funciones que la Ley leo 

seqalo. 

d) En la misma adscripción do les Delerzaciones 

del Departamento do asuntos ',Granos y Colo 

nisnción radicará un Tribunal Poderal Asra-

rio, abercando su jurisdicción a la entidad 

federativa correspondiente, son ezcepci5.11 

aquellos cacos do Dolesacionos del remo-

que operen on anr porte dol territorio do -

uno o varice Estados de la República; do---

bi&ndoao observar lo dispuesto al principio 

dol i:rcsento articulo, con la calvodad do -

quo la jurisdicción del correspondiente Tri 

bunal abarcaré la circunstancia territorial 

asiznada a la resoctiva Dolocación. 

Adscrito porunnenta y ospoclainonto c cada-

Tribunal Federal Azyorlo, colaborará un Fro 

curador do . Azuntas i:Grarics para ol aacsorn 

aionto gratuito do los c)tpcsinos Jíao oca-- 

rrul a dichos orGrnicos; debiendo prnater- 
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servicios gratuitamente y sin distinción al 

cuna política o religiosa, a ejidatarios, - 

comuneros o colonos que demanden su inter—

vención. 

e) Los Tribunales Federales Agrarios serán re-

glamentados por una ley orgánica correspon-

diente. 

El capitulo I/I.- del Titulo que nos ocupa, so -

refiere a la competencia de los repetidos organismos jurisdiccio 

nalea, podrá contener el articulado referente a los siguientes: 

a) Los Tribunales Federales Agrarios son compe-

tentes para conocer en loe caso: que expresa 

mente les sedale la ley, de los asuntos de -

naturaleza contenciosa que se susciten en re 

lacidn con derechos establecidos por *ate —

Código a consecuencia de fallos provisiona—

lea o resoluciones presidenciales a bonen • 

clo de los doleos do población ejidal o co-

munal y colonias agrícolas, o en favor de --

los ejidatarios, comuneros o colonos, en lo-

individual, como integrantes de dichas enti-

dades. 

b) Además de los casos en que expresamente lea — 

faculte la ley, los Tribunales Federales Agro 

ríos podrán intervenir por delegación expre-

sa de los CC. Presidente de la República o Je 

fe del Departamento de Asuntos Agrarios y Co- 
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lonizacidn, en las controversias que en ma-

teria agraria se presenten directamente a . 

dichos funcionarios; actuando en funciones-

conciliatorias o como Tribunal de instruc-

ción, segdn delegación expresa. 

El capitulo TV se referiré al procedimiento an-

te los Tribunales Federales Agrarios, proponiéndose el siguiera--

te articulado: 

a) Los Tribunales Federales Agrarios conocerin-

y resolverán en su caso, en los asuntos de -

su competencia, actuando como organismo con-

ciliatorio o desarrollando las fases comí.. 

liatorio y contenciosa del procedimiento ---

agrario, en los casos marcados por la ley. 

Asimismo, podrán actuar como organismos pro-

cesales de instruccidn en los asuntos en que 

sean expresamente requeridos para ello, por-

loe CC. Presidente de la República, Jefe del 

Departamento de Asuntos Agrarios y Colonias• 

cidn o Gobernadores de los Estados, dentro -

de sus respectivas atribuciones. 

b) En todo caso, el procedimiento tendrá el ca-

rácter de sumario, loe términos serán rus—

doy por el Reglamento relativo, en lo gene--

ral sorá oral; en los casos en que se regule 

ran formalidades, las mismas serán llenadas-

a travós del respectivo Procurador Agrario,- 
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si poi lo aceptan las partos, o por ellas --

mismas o los roprosenhentes que ellas desig-

nen. 

o) El procedimiento conciliatorio tendrá las si 

galantes características: 

1.- Podré iniciarse a petición do parte into 

rasada en lo particular o a promoción do las 

Dependencias competentes del DAAC o de otras 

autoridades federales o estatales, dentro do 

sus respectivas atribuciones agrarias. 

2.- Dentro de loo tór.sinos que la ley sonals, 

se citará a las partes a una audiencia para-

ol ofrecimiento y desahogo de pruebas, reci-

biéndose los alezatos de las partos. 

3.- En la misma audiencia el Tribunal‘califi 

cará alegatos y pruebas, pronunciando su re-

solución segán el caso. 

4.- En los casos en que loa Tribunales Agra-

rios intervenzan por mandato expreso de la - 

loy, en forma conciliatoria, con base en los 

antecedentes del coso que recabarán do les -

autoridades quo conozcan o hayan intervenido 

en el mismo, citarán a las partos para au—

diencia que deberá celebrarse en fecho tal -

que materialmente paillte a Gatas, estón-

en condiciones.  do ífres(Inter sus alegatos y - 

pruebas; el Presiel,ate del Tribunal procuré- 



rá avenir a las partes, para cuyo efecto y -

de conformidad con las mismas, podrá fijar -

una nueva fecha para continuar la audiencia. 

De llegar a un acuerdo, so lovantará formal-

mente el convenio respoctivo, que será remi-

tido e la autoridad correspondiente para ---

efectos ejecutivos. 

El procedimiento contencioso se ajustará a les 

siEuientes normas: 

1.- Se iniciará por petición verbal o promoción -

escrita de parte ligamento interesada, en ars 

boa casos ol G. Secretario del Tribunal acre-
ditará la personalidad de la parte actora y -

requintaré su promoción. 

2.- Previamente so desáhozord la faso conciliato-

ria, en los términos ya señalados. 

3.- En el caso do quo no soc posible llegar a un-

convenio que ponga término al conflicto, se -

levantaré acta haciéndolo constar, pasando de 

inmediato a la fase contenciosa propiamente - 

dicha, debiendo señalarse fecha para la au---

diencia de pruebes, alegatos y resolución, on 

un plazo perentorio, pudiéndose desahogar di-

cha audiencia en la propia fecha de entinaras 

que el Tribunal cuenta con los suficientes --

elementos de conocimiento para determinar el-

Caso. 
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d) Los Tribunales Federales Agrarios están faca 

tados para solicitar y obtener do las autori-

dades federales, estatales y municipales, así 

como, de los particulares, la información o -

documentación que estimen necesarias en rela-

ción con loa casos que conozcan conforme a la 

competencia que les concede la ley". (53). 

2.- Necesidad de la creación de tribunales agrarios, eegón el -
Dr. Raál Cervantes Ahumada. 

Reconociendo tambied la primacía del maestro Ken 

dieta y Nafta& en este campo, Cervantes Ahumada se pronuncia por-

la creación de un sistema de justicia ejidal, partiendo do la --

consideración de las innumerables irregularidades y de la incapa 

cidad técnica jurídica de que adolecen los actuales órganos agra 

ríos que conocen de estas cuestiones. Consecuentemente, so pone 

en evidencia el requerimiento de una organización adecuada que 

controle jurisdiccionalmente la actividad do las autoridades ad-

ministrativas. 

 

Con las ideas anotadas, Cervantes Ahumada propo.. 

constitucional quo establezca los lineamientos 4! no una roforma 

nerales para la creación y organización de tribunales de Juan--

cía ejidal; la propia reforma deberá seguirse por una Ley de jun 

ticia ejidal. Lor órganos jurisdiccionales de que se trata, es-

tima el jurista citado, deben tener la categoría federal aten-- - 

diendo a la precariedad de la administración de justicia en el ... 

Ambito estatal. 



Rospocto de los lineamientos generales que debe-

rían desarrollarse en la Ley orgániCa dol sistema de justicia --

ejidal a que alude Cervantes Ahumada, éste propone los siguien--

tos: 

A) COMPETENCIA: 

Loa tribunales ojidalas conocerían todas las ---

cuestiones que so suscitaran entro ejidatarios en relación con - 

la tenencia de las tierras ejidales; de las reclesnolonsa que --

loe ejidatarios presentasen en contra da las decisiones adminis-

trativas, y de todo conflicto que se suscitase cobre tierras ea 

dales, 

B) ORGINIZACION DE LOS TRIBUNALES: 

Quizá seria conveniente establecer tribunales lo 

teriores regionales, que *o:aprendiesen grupos de ejidos afines • 

geograficamente, y tribunales estatales de apelación. 

La estructure de la Suprema Corte de Justicia de 

la Neolén deberla sor refbrmada para agregarle la Sala de Asuntos 

Agrarios, que funcionaria en tbrma dallar a las otras :salas. 

Los tribunales de lona deberán ser colegiados y -

so integrarían por un arbitro que designase cada una de las par--

tea 7 un juez ejidal designado por el Departamento de Asuntos ---

Agrarios. 

En cada capital de Estado podría instalarse un --

tribunal ejidal de apelaciones, que quina' convendría fuese unita 

rio. 

C) PROCEDIMIENTOS: 

El procedimiento ante los tribunales do zona no - 
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debería sujetarse a forma alguna. 

No so permitiría que los interesados fuesen .... 

asistidos por abogados o asesoras, y el tribunal tendría las 

amplias facultados pnra allegarse las pruebas que estimase-

convenientes. 

Despude de oir a las partes y recibidas las 

pruebas, se expediría una resolución sin mis trámite y sin sujo 

olón a formalidades especificas. 

En cada caso, so haría sabor a las partos au de 

recho do acudir al tribunal de apelaciones. 

Las apelaciones podrían ser formuladas verbalman 

te y el tribunal de apelaciones revisarla con la mayor libertad. 

la resolución del tribunal de zona, la que confirmarla, revoca--

ría o modificaría. 

* Ante el tribunal de apelaciones podría permitir-

se la presentación de escritos formuladas con anatomía do abo-

gados. 

El tribunal podría, al lo estimase pertinente, - 

allogarso nuevas pruebas. 

El fallo seria rocurrible por vía de amparo di--

recto ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

No se requeriría especial formulismo para la de- 

manda de amparo. 

La Suprema Corte podría, en todo caso, suplir --

cualesquiera deficienciaa de la queja. 

Habría un plazo poruntorio para que los tribuna-

les dictasen sus resoluciones. 

La idea general orientadora del sistema seria la 
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de que la impartición de la justicia debería sor pronta y expe 

dita(54). 

Desafortunadamente, Al proyecto de que se tra 

ta ha soslayadolos muy numerosos conflictos que en la vida día 

ría se suscitan entre ojidatarios y pequeños propietarios o en 

tro aquéllos y colonos o con relación a doleos de población -

sujetos al régimen comunal agrario, cuya naturaleza jurídica -

es diversa de los núcleos de población ejidal. No obstante, -

pensamos la preocupación del destacado maestro airó un alicion 

te mis para que en alguna ocasión nuestros legisladores lle—

guen a responeabilisarse en la organización de un verdadero --

sistema de justicia agraria, no sólo ejidal, sino comprehensi-

vo de la totalidad de los conflictos que en esta materia se -- 

presenta. 
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Notas Bibliográficas del Capitulo IV 

52.- Vázquez Altero, Guillermo: Estudios Agrarios Maxim' 
nos, Pigsé 76  Y 77. 

530. Vázquez &liar°, Guillermo: Obra citada, págs. 78 a-
85. 

540,  Cervantes Ahumada, &das Los Tribunales Agrarios --
(necesidad de su creación). Articulo en la Revista-
de Estudios Agrarios, 
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CONCLUSIONES 

En las modostas lineas de esto trabajo, --

merced a la inspiración de los especialistas que a esto tema -

se han dedicado y conforme a nuestro propósito central, queda-

evidenciada la fundamental función de las normas adjetivas en-

relación al Derecho Agrario en México. En pocas palabras, va-

le decir que sin procedimientos adecuados y eficientes resul—

tan negativos lo: ideales jurídicos expresados en las normas -

sustantivas. 

II.- La anterior afirmación resulta particular 

manta importante, considerando la gran dinémica de nuestro De-

recho Agrario y la importancia nacional de los problemas que - 

tiende a resolver, en consideración, por otra parte, a las de-

ficiencias que sigue arrastrando el capitulo procesal de nos• 

tres ordenamientos agrarios. 

Desde la iniciación formal que en México 

tiene nuestra disciplina espeoializada, en la Ley Agraria del - 
6 de enero de 1915, se encuentran presentes las norma» del pro 

cedimiento, el bien en la expresión incipiente propia de la --
ipoca• Empero, en el ordenamiento citado destacan las notas pe 

aullares del procedimiento agrario en cuanto a su sencillez o. 

relativa liberalidad de forma, celeridad y eficacia y especia 

lidad determinada por el propósito do atender una singular pro 

blemítioa económica¡social y politica. 

IV.- Las características selladas anteriormen 

te, aunque no expresadas ni conocidas en la forma sintética y- 
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ciontífica a quo aludimos en la conclusión precedente, inspiran 

y motivan el procedinionto agrario quo en sus principales ru---

bros, se consagra on ol Constituyente de Querétaro, a través del 

artículo 27 constitIcional, quedando en él octablecidos loa pro 

codimientos restitutorio, confirmatorio, dotatorio y de crea—

ción de nuevos centros de población, así como el de fracciona--

miento de latifundios, en el texto original del propio precopto 

fundamental. 

V,- Los procedimientos originalos y principaloo 

do referencia, se desarrollan en las primores leyes reglamenta-

rito de le materia, con ciertas fluctuaciones, hasta llegar a -

un notorio perfeccionamiento on la ley Bassols. Por otro ladJ, 

a las ramas procesales iniciales, so agregan en la lojislación-

reglamentaria vías procedimentales como la referente a la deli-

mitación y reconocimiento de la propiedad agraria inafootablefr 

ahora bien, la prictica administrativa, mas empírica que jurldi 

comente, comienza a llenar las lagunas de los ordenamientos re-

glamentarios y surgen aei maltiples procedimientos menores, de-

cardeter administrativo, ante la necesidad de resolver cuestio-

nes imprevistas quo van presentándose, en estas condicionen apa 

rocen normas referentes a la solución de conflictos parcelarloo, 

integración de órganos de reprosenteción de los nacleos do po—

blación, privación y adjudicación de derechos ejideleo y otras-

cuestione: no previstas ni constitucionalmente, ni en los prime 

ros ordenamientos roclamontarios. 

VI.- ~loada la importantísima jerarquía lin. 
»mental y tonelonal de lee mermas del procedimiento en el De. 
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reohe Agrario de México, hemos senalado algunas de lea mas gra-
ves deficiencias de nuestra legiclaelén, con base en el anili--
sis del Código de la materia; ahora bien, como conclusión final 
que complemente nuestras observaciones y proposiciones, estima-
mos que es fundwntal la instituida de un sistema de justicia 
agraria que complementa las reformas que en este renglón son le 
dispensable., con la creación de verdaderos organismos brisa* 
«Anales que atiendan y resuelvan los conflictos jurídicos agro 

riese 

1 
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